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~~-~~--------------~~-------------------~~ 
DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi
cia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo R'on1án, Primer Sus
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Fran~o, Segundo 
SustitL,Ito de Preside1_1te; Licenciados Abigaíl Montás, Euda ldo 
TrOJ1coso de la Concha, Jaime Vida! Velázquez, .Rafael Castro· . 

· Rivera, Luis Logroño Coh.éA, asisti.dos del infrascrito Secreta
rio Gene ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu
dad TrujillÓ, Distrito de Santo Domingo, el dia diez y seis del 
mes de Noviemb~:e del mil novecientos treinta y nueve, año 96° 
de la Independencia v 77o de la Restauración, ha dictado en 
audi encia pública, como Corte de Casación , la ~ente!1Cia si-
guien te: · 

1 
Sobre el recurso de casación interpuesto . en calidad de 

curador de la sticesión vacante dél finado Manuel Delibert, por 
el Señor Gabriel Ganivette aaricultor, domiciliado y residente 

' b -en Villa Truji llo, jurisdicción de . la eomún de Sabana de la 
Mar, portador de la cédula persona l de identidad número 63~, 
Seri~ 67, expedida en fecha 24 de Diciembre de 1932, contra 
sentencia del Juez del Tribunal de Tierras, Licenciado José 
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Joaquín Pérez Páez, dictada en fecha diez}' seis de Diciembr'e· 
de· mil novecientos treinta y ocho, de acu·erdo con la Ley No. 
1154, del 27 de Mayo de 19~9, que .agrega al artíéulo 145 de 
la Ley de Registro d~ Tierras determinadas disposiciones; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licencia
do Baldemaro Rijo, como abogac.Jo del recurrente, en ef cual 
se alegan las violaciones de la ley que más adelante se expon-
drán; "'1 ·-

Visto el Memorial de Defensa p-resentado por el Licencia
do Temístocles Messina, abogado del intimado, S~ñor Pedro 
Tom.ás Nicasio, agricultor y propietario, domiciliado en Villa 
Trujillo, ju'risdicción de la común de Sabana de la Mar, por;
tador de la cédula personal de. identidad número S54. Serie 67; 

Oído el Magistrado Juez Relator; _ · 
Oído el Licenciado Miguel A. Campillo Pérez, abogado de 

la parte intimante, en sustitución del Licenciado Baldemaro 
Rijo, falleci-do, en su escri o de alegatos y conclusiones; 

Oído el Licenciado Temístocles Messina, abogado de la 
parte intimada, en su escrito de defensa y conclusiones; 

Oído' el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Btnigno del Castillo S., en la lectura de su di atame n; 

La Suprema Corte de Justicia, en· funciones de torte de 
Casación, después de h(;lber deliberado, y vistos los artículos 
1°., inciso 2°., y 23 áel Código de Procedimiento Civil; 4 y 5 
de la Ley número 1154, de fecha 27 de Mayo de 1929, Gaceta 
·Oficial No. 4102, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-

• , ' f , 

cron; · . _ -
Considerando, que en el presente caso consta lo siguien

te: A), que en fecha ocho de Agosto de 01il novecientos treinta 
:y ocho, la Alcaldía de la- común de Sabana de la Mar dictó 
una sentencia con el dispositivo siguiente: rrPiimero: que ·de
be desalojar y desaloja al nombrado Pedro Tomás Nicásio, en 
sus generales que constan de la casa radiCada .en,· la sección 
de Villa Trujillo de esta jurisdicción comprendida entre los lin
deros siguientes: al Norte y Oeste, con prbpieclad cl el señor 
Cirilo Evangelista; al Sur, calle sin nombre; y al Este, con la 
calle que cruza la carretera Sabana' d

1
e la Mar-Hato Mayor.

Segundo: Que así mismo debe condenar y condena a di'cho Sr. 
Pedro Tomás Nicasio, al pago de las costas»; B), que en fecha 
veintisie~e d_el mismo mes de agos'to. el Señor Peclr0 Tomás 
Nicasio interpuso recurso de apelación contra dicho fallo, y 
emplazó ante el Juez el~! Tribunal de Tierras que fuera desig
nado por el Tribl,!nal Superio1 de esta institución pai'a conocer 
de tal recurso, .al Señor Gabriel Ganivette, curador~de la suce
si-ón vacante del finado Manuel Délibert, quién había obtenido 
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la decisión apelada; C), que los fines del apelante se encontra
ban :.lsí expresados en el acto al efecto notificado: «Ateúdido: 
que la propiedad objeto de este litigio está en una zona catas
tra l. D. C. no, 39, que por consiguiente, es al Tribunal de 
Tie rras. al que compete conocer de este rec·urso; Atendido: que 
siendo ·el requeriente comprador del señor Ramón A. Messina 
ha adquirido por vía de consecuencia los derechos que · a di
cho seúor correspondían, y los cuales derechos resultan de 
títulos indestructibles y de Sentencias con fuerza de cosa irre
vocab lemente juzgada; Atendido: a las demás razones que se 
expond rán en audienCia, oiga el señor Gabriel Ganivette, en 
.su calidad dicha, pronunciar la revocación de la sentencia 
arriba indicada de la Alcaldía de Sabana de la Mar, y ser con-; 
denado al pago de los costos de este procedimiento y los de 
primera instancia»: D), que el Juez del Tribun<¡l de Tierras, 
Licdo. José Joaquín Perez Páez, fué designado por el Tribu
nal Sup<:::dor de la institución en referencia, para conocer del 
recu rso de alzada aludido; E), que en fecha cuatro de Noviem
bre de mil JJovecientos treirita y ocho celebró; el Juez así de
sigJ.Jado. audiencia para conocer del caso, y el apelante, Señor 
Pedro Tom'ás Nicasio, presentó, ·por medio de su abogado, es
tas conclusiones: «Por las razones expuestas, Magistrado, y 
po r cuantas tengais a bien suplir, el señor Pedro Tomás Ni
casio, {Jgricultor, ·domiciliado en el poblado de El Valle, ahora 
denominado Villa Trujillo, jurisdicción de la C0mún de Saba
na de la Mar, por mediación de su Abogado infrascrito, y a la 
vista de lo que disponen los artículos 1, párrafo 2, 168, 170, 
23, 26. 130 y 133 del Cód. de Proc. Civil. concluye pi,diendoos: 
Princi palmente: que declaréis que la Alcaldía de la Común de 
Saba na de lél Mar era incompetente en razón de la materia 
p_ara conocer de la demanda en desalojo interpuesta por el se- · 
ñor Gabriel Gélnivette, en su calidad de curador de la Sucesión 
del finado Manuel Delibert, contra el concluyente: a) porque 
·solamente los alcaldes son competentes para conocer de tales 
dema ndas cuando existe un contrato de locación cuyo impor
te no pase de doscientos pesos anuales, y en el presente caso 
no ha existido entre ·d'emandante y demandado ninguna con
ve nción al respecto; y b) porque los alcaldés no son competen
tes para conocer de ninguna acción inmobiliar que no sea la 
acción posesoria y la interpuesta por Ganivette adolece en 
absoluto de este carácter, yd que no tiende a ser mantenido 
en posesión, ni tiene su fundamento en la posesión de mas de 
un año, según lo 'demuestran el aplazamiento y las c~nclusio
nes de las pai"tes en audiencia: Que, en consecuencia, revo
quéis la sentencia apelada;-Subsidiariamente, y bajo las más 
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expresas reservas de derecho., que en el ,supuesto de que el 
Juez Alcalde de la Común de Sabana de la Mar, fuera compe
tente para conocer de la deimmda en desalojo interpuesta por 
Ganivette porque le diera de oficio dicho Alcalde el calificativo 
errado de acción posesoria, que revoquéis también dicha sen
tencia, porque el señor Ganivette, en su calidad expresada, 
ni en· ninguna otra, IÚ poseído pacífica, pública, inequív<?ca
mente y a título de propietario la casa en _.d iscusión; y, Que 
·en lino cualquiera de los extremos que acojáis de estas con
clusiones, condenéis al ·señot:-Ganivett~, en su dicha calidad , 
al pago de las costas: coh distracción en provecho del aboga
do infrascrito por haberlas avanzado en su totalidad»; F), que 
el Señor Gabriel Ganivette, entonces intimado y actual inti 
mante, concluyó en la mencionada ~wdiencia del modo siguien
te: «Por las razones expuestas, Hono ·able Magistrado,_ y por 
la demás que tengáis a bien suplir, el Señor Gabriel Ganivette, 

- en su calidad de Curador de la Sucesión Vacante del finado 
Manuel Delibert, por mediación del infrascrito concluye mu y 
respetuosamente pidiendoos: PI?IMERO: Ql!e rechacéis por 
improcedente y mal fundado el recurso de· apelación interpues
to por el señor Pedro Tomás Nicasio contra la sentencia arriba 
indicada de la Alcaldía de la Común de SabaHa de la Mar de 
fecha 8 de Agosto de 1938, y que. en .c_onsecuencia. confirméis 
en todas sus ·partes dicha sentencia, de ~onformid<~d con el Ar
tículo 23 del Código de Procedimiento Civii;-SEGUNDO: 
Que condenéis al sefior Pedro Tomás Nicasio al pago de las 
costas de la pres~nte instancia, distrayéndolas en favor ·del 

. abogado infrascrito, quien afirma haberlas .avanzado en su ma
yor parte, de conformidad con el Artículo 4o de la Ley 1 b4, 
parte final, y del artículo 133 del Código de Procedimiento 

· CiviL-Es justicia que se os pide en Ciudad Trujillo,' hoy dia 
cuatro de Noviembre de mil novecientos treinta y ocho»; G). 
que el Juez concedió a las partes sendos plazos para replicar 
y contrarreplicar por :escrito, y dichas partes lo hicieron en l'a· 
forma que en seguida se expresa. El Señor Pedro Tomás Ni 
casio, del lilodo siguiente: «Por las ra'zones expuestas, ratifi
camos nuestras conclusiones de audiencia, agregando sola-

. mente, a· la parte s_ubs.idiaria de dichas conclusiones, y en 
' refutación a I.as producidas por el intimado lo siguiente: Que 

rechacéis la acción p·ose:soria en reinté'gración ·o reintegranda 
intentada en grado de apelación: a) por constituir una deman
da nueva prohibida por el artículo 464 del Cód. de Proc. Civil 
y b) .porque ·en el supuesto de que nó constituya un a deman
da nueva la acción precedente, debe ser dirigida no contra· el 
concluyente, sino contra el señor R. A. Messina., ya que la· acción 
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'en re iflt~g_r~ción o rt'integranda es personal y no real, y debe, por 
ta nto, dmg1rse cont_ra e l autor de la desposesión y no contra el 
poseedpr actual»; en cuanto al Señor Ganivette, éste concluyó, 
•en su escrito de contrarr"éplica, de esta manera: «Por las nuevas 
razones ex,puestas; Honorable Magistrado, el señor Ganivette, en 
su calidad ya di.cha, ratificd formalmente sus con.clusiones ori
g ina les; pero en vista de las alegaciones de la parte intimante 
-e n su escrito original de agravios y en su escrito de réplica, 

· <Jgrega las siguientes: Primero: Que en el caso de que: con
fo rme a las prett>nsiones del intimante, Señor Pedro Tomás 
Nicasio, decid.áis ' que la demanda en desalojo intentada contra 

•· <é l por el señor Gabriel Ganivette y que dió odgen . a la sen
tencia apeh1da, no es una demanda posesoria fundada en el 
.¡:~ rtículo 23 del Código de Procedimiento Civil y en ·el artículo 
4 de la Lev No. t 154, sino una demanda fund <ida en el artídHo 
1° apartado 2, del mismo Código de Procedimiento Civil, o 
u na demanda p,etiroria, os declaréis, entonces incompetente 
para conocer clel recurso de apeiÚdón interpuesto por d<icho 
s eñor contra dicha sentencia, por no estar dicha demanda con-

. te!lid.a dentro de I.as previsiones de l referido artículo 4 de la 
Ley No. 1154, y no estar sujeta dicha apelación al artículo 5 
de la misma ley, reenviando a las pártes a proveerse como fue
re de derecho: Seqimdo:· Que aün · eli este ·oso, condenéis al 
señor Pedro Tomás -Nkasio al pago de las costas del presente 
recurso, distrayéndolas a favor del abogado infrascrito, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte»; H), que en fe
cha diez y seis de Diciembre de mil novecientos treinta y ocho, 
el Juez apoderado del cOliDcimiento del preindicado recurso 
de apelació n, dictó sobre el mismo el sigu iente fallo, que es el 
impugna{JO ahora en casación: «Fal/a.-1 °.-Revocar la sen~ 
tencia apeldda, dictada por la Alcaldía de la Co mún de Sabana 
de la Mar, en fecha 8 del mes de Agosto del año 1938, en 
provecho del señor Gabriel Ganivette, en su calidad Gle Cura~ 
dar de la Sucesión Vacante del finado Manuel Delibert, y en 
perjuicio del señor Pedro Tomás Nicasio;-2°.-Declarar que 
la Alcaldía d.e la Común de Sabana de la Mar era incompeten
te en razón de la mate1~ia para conocer de la demanda en. de
salojo; interpuesta por el señor Gabriel Ganivette, en_ su calidad 
de C11rador de la Sucesi'ón Vacante del finado '<;enor Manuel 
Delibert, éontra el señor Pedro Tomás Nicasio;-3o.--Conde
nar .al señor Gabriel Ganivette, en su exp resada calidad, al pa
go ,de las costas, las cuales se decldran distraídas en provecho 
del Licenciado Temístocles Messina, quien afirma haberlas 
avanzado en· su totalidad.-Y por esta nuestra sentencia, así 
se pronuncia, m<:mda y firma>>; 
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Cons-iderando, que el recurso susodicho se basa en los si
guientes medios: <<PRIMER MEDIO:- Errada aplicación del . 
Artículo 1"', inciso 2°, del Código de Procedimiento Civi'l, y 
violación del Artíc.ulo 23 del mismo CódigQ»; ((SEGUNDO ME
DIO:- Violación de !os Artículos 4 y 5 de la ~ey No 1154. 
de fecha 10 de Junio de 1929, y del mismo Artículo 23 del 
Código de Procedimiento Civil»; · 

Considerando, en cuanto al primero de los medios arriba 
indicados: que el intimante _aléga , esencialmente, en la parte 
de su recurso de la cual ahora se trata, que 1 1a sentenéia im
pugnada incurrió en tos Vicios que señala, porque, mientras lo 
incoado por dicho intimante ante la Alcaldía de ·la coníún de ,o 
Sabana de la Mar, era una acción posesoria que tenía su fun~ 
damento en el artículo 23 del Códi.go de Procedfmiento Civil . 
como ((lo entendió t~dmbién el Juez Alcalde» , el Juez de la 
apelación, acojiendo un criterio errado de la parte intimada , 

* aplicó, para declarar la incompetencia ~el Alcalde que había 
prominciado la .decisión entonc~s apelada, el párrafo 2° del 
artícu lo 1° ele! mismo Código ele · Procedimiento Civil~ en la 
parte de dicho texto legal en la que se da competencia a los 
Alcaldes, en materia de (( lanzamientos y desalojo 9e lugares» , 
para los casos en que los contratos de arrendamiento, «Verqa
les o escritos, no excedan anualmente de lé1 cantidad ele dos
cientos pesos»; pero, 

Considerando, que la lectura del fallo del Juez a-quo, 
evidencia que en las consideraciones segunda y tercera de di-
cho fallo, lp que se hace es examinar el cará~ter de la dema.n-
cld del Señor Ganivette, a la luz de lo expresado en el acto de 
emplazamiento lanzadQ por el meqcionado Señor, y de los pe
dimentos del mismo en la audiencia de la Alcaldía de Sabana 
ele la Mar, en la que se conoció, originariamente, ~ <;!el asunto. 
para establecer, de un modo correcto, que se trataba de una 
acción inmobiliaria petitoria, y nó de una posesoria; que esta
blecido ésto, era forzosa la c9nclusión a la cual llegó el Juez 
ele la apelación , al declarar la incompetencia de la Alcaldía en 
referencia, porque no se trataba de uno de los· casos previstos 
en el artículo ,23 ·del Código de Pl'Ocedimiento Civil, contra
riamente a las pretensiones del intimante y a lo afirmado por 
la sentencia apelada; que si bien el Juez a-quo agrega, en su 
cuarto considerando, motivos concernientes al artículo 1°, 
párrafo 2°, clel Código de Procedimiento Civil, que no estaba 
capacitado para dar, c~mo Juez excepcional de apelaéióó en 
determinada materia posesoria, tal considerando no trata de 
p-reeisélr la naturaleza de la acción del ihtimante, y sólo puede 
ser apreciado como un motivo erróneo pero superabundante1 
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qüe deja incólumés -los verdaderos fund.amentos del fallo, con
tenidos en las consideraciones ailteriores y en las posteriÓres; 
que por tales motivos, la sentencia impugnada no ha incurrido 
en las violaciones de la ley indicadas en el primer medio, y 
éste debe ser rechazado; . '- . 

Considerando, · en lo que concierne al segundo medio del 
recurso: ·que el intimante alega que el fallo contra el cual ha 
recurrido a casación, ha violado los artículos 4 y 5 de la Ley 
N• 1154, del año 1929, ·y el mismo artículo · 23 del Código de 
Procedimiento Civil, que en otro aspecto había sido citado en 
el primer, medio, porque, ·según dichos textos legales, la com
petencia del Juez del Tribunal de Tierras que sea designado 
en esta materia, es «excl.usivamente, para conocer de las ape
laciones interpliestas contra los fallos rendidos p'or los Alcal
des .en los c~sos de ac'ciones posesorias fundadas en el ;1rtículo 

. 23 dei Código de Proc~dimie'nto Civil relativas a terrenos en 
los cuales se esté efectuando una mensura catastral; y dicho 
Juez sería incompetente, en .consecuencia, para conocer de 
cualqu-iera otra apelación de un fallo rendido sobre una acción· 
que no fuera una acción posesoria», y por ello el mencionado 
int imante,. al replicar en apelación, a los pedimentos del ac
tual intimado., pidió q. su vez que el Juez a-quo se declarara 
incompetente, ya · que, -según las pretensiones que ahora se 
examinan, si se establecía que la demanda de! repetido iriti
mant.e ~ra petitoria, o estaba fundada en el artículo 1•, apar
tado 2•, del Código de Procedimiento Civil, la incompetencia 
del Juez del Tribunal de Tierras era manifiesta, y le impedía 
conocer de la apelación íntegra, inclusive · cualquier excepción 
que sus€ilara el intimado y qüe no se limitara a alegar tal 
incompetencia; pero, 

Considerando, que en la sentencia de la Alcaldía de Sa
bana de la Mar, de fecha ocho de Agosto de mil novecientos 
treinta y ocho, que fué i'mpugnada en apelación, se dió, 
errónea, pero ciertamente, a la demanda que le fué som.etida 
por el actua l intimante, el carácter de una de las acciOnes 
posesorias previstas en el ar.tículo 23 del Código de Procedi
miento Civil, y con tal carácter fué falla9a; que al tratarse de 
un 'terreno comprendido en un distrito cat~stral ~uya mensu1:a 
estaba iniciada al intimado Señor Nicas10, qu1en no pod1a 
variar, por su ~ólo querer, lo juzgado en primera instancia; 

\ sólo le quedaba el recur~o de acudir a la vía que le. trazaba 
el artícu lo 5 de la Ley N• 1154, apelando ante. el Tnbunal de 
Tierras, para prec;;entar las objeciones que tuv1era que hacer 
al fallo del cual se trataba; que la incompetencia del Juez del 
Tribunal de Tierras que alega el intimante, sólo era en este 
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caso, una consecuencia. de .la incompetencia de la Alcaldía q~te 
dictó la decisión apelada; €JUe por ello, tal incompetencia de 
fa Alcaldía podía y debía ser declarada p0r el Juez a-quo, 
apoderado por la apelación del actual intimado," y semejante 
declaración de incompetencia tenía que conllevar la revoca
ción del fallo pron¡ . .111ciado, en primera instancia , por esa ju
risdicción incompetente; que en consecuencia. y aún ctiando 
fue,re errada la extensión que entendiÓ el Juez a-quo, tenían 

- s~ts facultades , como Juez de .la acción y deJa excepción, es 
preciso reconocer que entraba en su poder el fallar como lo 
hizo, y que, consecuet)cialment~, su sentencia no incurrió en 
los . vicios señalados en el segundo medio que ha sido ~xami., 
nado, el cual l:lebe ser rechazado; 

Por tales motivos: Primero, rechaza el recurso . de casa
ción interpuesto por el Señor Gabriel Gaoivette, en la c,alidad 
ya expresada, contra la sentencia de fecha diez y seis de Di
ciembre de mil novecientos_ treinta y ocho, del Juez. del Tribu
nal de Tierras designado por el Tribunal Superior de Tierras 

.para el caso arriba indicado, cuyo disposiJivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente tallo; Segundo, condena a la 
parte intimante al pago ele las cpstas, y pronuncia la distrac
ción de las correspondientes al intimado, en favor del aboga
do del mismo, Licenciad.o Temístocles Méssina, auien ha afir
mado haberlas avanzado en su totalidad. 

(Finnados):-.1. Tomás Mejía.-Miguel l?icardo R . ..,-Dr. 
T. Frtznéo Franco.-Ahigaíl Montás.-Eudaldo . Troncoso d,e 
la C.-J. Vida/ Velázquez.- Ra(. Castro Rivera.- Luis Lo
groíío C.-Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La preseRte sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú
blica del día, mes y año en él expresados y fué leída, firmada 
y publicada por,.. mí, Secretario General, qtie certifico.-( Fir-
mado): EuG. A. AL_YAREZ. · 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD~ 
RE PUBLICA · DOMINICANA. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituída por los Jueces Lícenciado Miguel Ri
cardo Román, Primer ,Sustituto de Presidente en funciones de 
Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo Sustituto 
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groíío C.-Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La preseRte sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú
blica del día, mes y año en él expresados y fué leída, firmada 
y publicada por,.. mí, Secretario General, qtie certifico.-( Fir-
mado): EuG. A. AL_YAREZ. · 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD~ 
RE PUBLICA · DOMINICANA. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituída por los Jueces Lícenciado Miguel Ri
cardo Román, Primer ,Sustituto de Presidente en funciones de 
Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo Sustituto 
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de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eudaldo Troncoso 
de la Concha, Leoncio Ramos y por el Licenciado Pablo M. 
Pa ulina, Presidente de la Corte de Apelación del Departamen
to de Santo Domingo, llamado a completar la Corte en virtud 
de la Ley Número t09 (año 1934), asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en ·Ciudad Truji'llo, Distrito de Santo Domingo, el día veinti
siete del mes de Noviembre del mil. novecientos treinta y nue- · 
ve, año 96° de la Independencia y 77° de la Restauración, ha 
dictado en audiencia pública, como Corte de Casación, la sen-
tencia siguiente: . . 

Sobr~ el recurso de casación interpuestó por el Señor 
Rafael A. Salazar, empleado público, dominicano, domiciliado 
y residente en San Pedro de Macorís, portador de la cédula · 
_personal de identidad No 1060, serie 1, expedida en esta ciu
dad, contra sentencia de la Corte de Apelación del Departa
mento de Santiago,-de fecha treinta y uno de Marzo del año 
en cmso (mil novecientos treintp y nueve), dictada en favor 
de la Pan American Life Insurance Company; 

Visto e!Memorial de Casación presentado por el Licencia
do Porfirio Basara, abogado de la parte recurrente, en. el cual 
se alegan contra la sentencia impugnada, ras violaciones de la 
ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Licencia
dos Julio F. Peynado, Manuel Vicente Feliú y Domingo A. Es
trada, abogados de la parte intimada, la Pan American Life 
Insurance Company, compañía de asegur.os sobre la vida, do
miciliada en la ciudad ·de New Orleans, Estado de Louissiana, 
<;le los Estados Unidos ~de América, con oficinas en la casa nú
mero 38 de la calle <;Hostos» esquina a la calle «El Conde» de 
esta ciudad; · 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Luis Julián Pérez, e.n nombre y repre

sentación del Licenciado Porfirio Basara, abogado de la parte 
intim ~mte, en' s11 escrito de alegatos y conclusiones; 

Oído el LicenGiado Domingo A. Es~rada, por sí y en re
. presentación de los Licenciados Julio F. Peynado y Manuel 

Vicente Feliú, abogados de la parte intimada, en su escrito de 
réplica, ampliación y conclusiones; , . 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repubhca, 
ad-hoc, Licenciado Luis Logroño Cohén, en la lectura de su 
dictamen; . . · 

Lél Supi'ema Corte de Justicia, en fun~iones de Co~te de 
Casación después de haber deliberado, y vistos los articulas 
1116, 1Ú7, 1134, 11,35,1315 y 1351 del Código Civil; 141, 
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149, 150, 256, 257, 279, 407, 408, '409 y 413 del Código de 
_Procedimiento Civili la Ley No. 196 del14 de Octubre de 1931, 
y el artículo 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que son hechos constantes en la sentencia 
impugnada: ~a), que en -fecha nueve de Octubre de mil ·nove
cientos treint~ y dos, el Señor Eudoro E. · Sal azar solicit0 de la 
Pan ·American Life Insurance Company, de New Orleans, ·Es-

. . tados Unidos de Norte An)érica, una póliza de vida por la can
tidad de cinco mil pesos moneda am~ricana ( $5.000.00), pa
gad.era en caso de su mw~rte, a los Señores Rafael A. Salazar, 
su hermano, un mil p€sos moHeda arnericana (1.000.00); y a 
su acreedor. Antonio Fernández, cuatro mil pesos moneda 
americana ($4.000.00); b), que en diez de Noviembre del mis
mo año mil novecientos treinta y dos ; Eu.doro E. Salazar y S . 
. tópe:z-, enviaron a la Pan American Life Insurance Company, 
un ejemplar del formulario 455 (2500-3-31) con sus firmas , 
tendiente a enmendar. la solicitud d_e póliza en el sentido de 
que el ben,eficiario fuese únicamente el Señor Rafael A. Sala
zar, por la totalidad de los cinco mil pesos oro; y en la fech a 
-antes expresada, Eudoro E. Salazar y Rafael A. Salazar, apa
recen firmando ante el Notado .Julio de Soto un ejemplar del 
formulario 1345 (500, '9-28), por la cual estos Señores ceclet'l y 

. traspasan al Señor Antonio Fernández, «SUS de í·echos, título e 
interés en la pQliza No. 238-142; emitida por la Pan American 

-Life Insurance .Company de•New Orleans sobre la vida de Eu
doro E. Salazar; y dieiendo que la cesión «Se hace en c:1lfdad 
de garántía colateral para él pago de cuatro mil dólares con 

,inteTés, junto con cualesquiera sumas adelaNtadas por dicho 
-cesionario con el objeto de pagar las pi-i mas de la referida pó!. 
liza; documento de cesión que fué enviado a la compañía, la 
que lo hízo firmar por su Subsecretario, conservandQ el dupli
cado y devolviendo el original, de acuerdo con la regla por 

.ella establecida en tales casos; e), que tres días antes de esa 
fecha, o sea el siete qe Noviembre de mil novecientos treinta y 
dos, la Ean American Life Insurance Company, había expedi
do en ·favor de Eudoro E. Salazar la póliza de ·seguro No. 

· 238-142, por la ·cantidad de · Cinco mil pesos oro americai10 ,• 
por cuya póliza «pagará en la Oficina principal de la Compa
ñía en Nueva Orl'eans, Luisiána, E. U. A. del Norte, al recibo 

, en dicha oficina de las pruebas fehacientes de }a muérte de 
' Eudoro Sal azar (en adelante llamado el asegurado) de Bo-
toncillo, Santiago, República . Dominicana, Cinco mil dólares 

· ($5.000.00) a Rafa'ei ' A. S,alazar, su hermano» etc, etc; d), que 
· el siete de Mayo de mil novecientos treinta y cuatro, la Pan 
_American tife Insurance' Company ex.pidió un. -recibo por el 
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cua l «el ¡;¡lazo para el pago de la prima de ochenta y seis pe
sos con 98/100 ($86.98) que vence el siete de Mayo de mil no
vecientos treinta y cuatro sobre la póliza No. 238-142, sujeto 
a las conclusiones al respaldo de ésta se prorroga hasta el sie
te de Julio de mil novecientos treinta y cuatro y por este me
dio se acusa recibo de la cantidad de diez y siete pesos wn 
40/100 la cual, justamente con los depósitos anteriores de na~ -
da ahora aplicados al mismo objeto, hace un total de diez y 
siete con 40/100; e), que según copia auténtica del acta corres
pondiente, expedida por. el Señor Rafael Tava-res, oficial del 
Estado Civil de la común de San José de las Matas, el· dia ca
torce de Junio de mil novecientos treinta y cuatro, falleció en 
el lugar de Botoncillo el Señor Eudoro E. Salazar; f), _ que el 
diez y nueve de Octubre de mil -novecientos treinta 'y cuatro, 
previa intimación infructlwsa de pagar, el Señor Rafael A .. 
Sa lazar emplazó a la Pan American Life Insuran'ce Company, 
para que el día veintisiete de ese mismo mes a las nueve de la 
mañana compareci~ra por ante el Juzgado de Primera Ins
tancia del Distrit6 JudiCial de Santo Domingo, «en sus atribu
ciones comerciales» a fin de que: «Oiga la Pan American Lite 
Insurance Company a mi requerido pedir y aquel Consulado 
de comercio fallar: Primero: Condenando a la Pan American 
Life lnsurance Company a paga rle inmediatamente a mi ' re
queriente la cantidad de Un mil pesos moneda americana, en 
su calidad de beneficiario de la póliza marcada con los núme
ros 238-142, suscrita por esa Compañía en favor del Señor 
.Eudoro Eleno Salazar, fallecido, el siete de Noviembre de mil 
novecientos treinta y dos; Segundo: Condenánc!ola , igualmen
te, al pago de los intereses legales a partir de la intimación de 
pago héchale por acto de -mi ministerio; Tercero: Ordenando 
la ejecución provisional y sin fianza no obstante oposición y 

- apelación por exisHr promesa reconocida op0nible a la Com
pañía demandada; Cuarto:7 Condenándola a'l pago de las costas 
procedimentales. con distracción en provecho del Lic. Arman
do Osear Pacheco, quien afirma haberlas avanzado en su tó
talidad»; g), que el treinta de Octubre de mil noveci_entos 
treinta y cuatro, el referido Ju<Zgado de Primera ~nstanCJa del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó sentencia en defecto 
contra la Pan American Life Insurance Company, acoge las 
conclusiones del demandante Rafael A. Salazar por ser justas 
y reposar en prueba legal, y en consecuencia, condena, a la 
Pan American Life Insurance Compaoy a pagar a la parte de
mandante: a) Un mil pesos moneda americana, de la cual es 
beneficiario por virtud de la póliza de seguro No. 238-142; b) 
los intereses l.egales de esa cantidad desde el día de la deman-
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, da; e) todas las .costas causadas y por causarse en la instan
cia; Tercero: Ordena la distracción ·de las mismas en favor del 
Lic. Armando Osear Pacheco; Cuarto: No ordena la ·ejecución 
provisional y sin fianza no obstante oposición; Quinto: Comi
siona al miFiisterial Manuel María Guerra para la notificación 
de la sentencia; b), que el diez y ocho de Diciembre de mil no
vecientos treinta y cuatro, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judiciar de Santo Domingo, .juzgando coniercial
menfe, dictó sentencia sobre oposición de la Pan American 
Life Insurance Ü)mpany, cuyo dispositivo se resume así 1°: 
declara regular en la forma el recurso de oposición contra 
la sentencia en defecto .de treinta de Octubre c;lel mismo año; 
2c: rechaza en cuanto al fondo, ese recurso de op.osición, por 
infundado; y en consec1:1encia, a) declara que en el caso no se 
trata de litis-pendencia .en el sentido del artículo 171 del Có'" 
dig'o de Procedimiento Civif; b) rechaza la excepción de decli
natoria propuesta por la parte intimante; e) haciendo mérito 

,. sobre el fondo; condena a la Pan American Lite Insurance 
C::ompany a pagar inmediatamente al Señor Rafael A. Salazar, 
la cantidad de Un mil pesos moneda americana, de la cual es 
b(imeficiario por virtud de la póliza de segup;> No. 238-142, ex
pedida por dicha Compañía en favor del S~ñor Eudoro E. Sala
zar 'el siete de Noviembre de mi~ novecientos treinta y dos; y 
d). al pago de los intereses de esa suma a partir del día de la 
demanda; tercero: Condena aJa Pan American Life I11surance 
Company al pago ~de las costas causadas y por causarse, . y or
dena que seaa distraídas en provecho del Lic. Armando Osear 
Pacheco, quieq afirma haberlas avanzado; Cuarto: no ordena 
la ejecución provisional y sin fianza, no obstante apelación, i), 
que por alzada de la Pan American Life Insurance Con1pany , 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó sentencia el 
veintitrés de Junio de mil novecientos treinta y seis, cuyo dis
positivo se resume así: 1°: acoje en cuanto a la forma la 
apelación interpuesta por ·la Pan American Lite Insurance 
Company; 2o: rechaza en cuaBto al fondo ese .rec1:1rso, y en 
consecuencia, rechaza a la vez la excepción de litis-penden
cia como la petición de informativo prodycidas ante la Corte; 

' 3°: · confirma la sentencia apelada de fecha diez y ocho de Di
·ciembre de. mil novecientos treinta y cuatro, cuyo dispositivo 
figura extractado en otro lugar de esta sentencia; y 4°: conde
na a la Pan American Life Insurance Company, al pag0 de los 
costos, los cua'les. distrae en provecho del Lic. Armando Os
ear Pacheco, quien afirma haberlos ·avanzado; j), que por re
curso interpuesto por la Pan AmericaB Ji..ife lnsmance Com
pany, la Suprema Corte de Justicia dictó decisi§n que casa la 
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sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santo.'Do
m i.ng:o, en fecha -veiatitrés de Jtmio· de mil novecientos treinta 
y seis, en favor del Señor Raf¡¡el A. Salazar, y envía el asunto 
:a nte la Corte de Apelación de Santiago; k) que el veintitrés de 
Ma rzo de mH novecientos treinta y ocho, la Corte de Apelación 
de Santiago, dictó sentencia, cuyo dispositivo dice así: «Falla: 
Primero: Que antes de decidir sobre él fondo d-e la presente 

-ca usa., debe ordenar y ordena UN informativo sumario a fin de 
da r oportunidad a la Pan American Lite Insurance Company, 
co_mpañía intimante en la presente instancia, de establecer por 
testigos los siguientes hechos: a) que el señor Eudoro Sala
zar, conocido tambiéll con el nombre de Luis E. Salazar, no 
podía trabajar desde mL1cho antes de su fallecimiento y de la 
fecha en que fué solicitada la rehabilitación de la Póliza, debi
do a su estado de S?lud; y que tenía aspecto de enfermo; b) 
q ue dicho señor Eudoro Salazar residía en Botoncillo, juris-

' di cción de la Comúp de San José de -las Matas, etc., por su 
estado de salud y en consi<ileración a las condiciones especia
les del lugar; que allí, ni tenía familia ni oficio .que lo ligara a 
<!icho lugar; y que su residencia anterior era la Ciudad de San
to Do mingo, actualmente Ciudad Trujillo; e) que Botoncillo y 
San José de las Matas son lugares propios para los enfermos 
<le tuberculosis; d) que como 15 días antes de su muerte, el 
s eñor Eudoro Salazar tuvo un vómito de sangre, y que e'l mis
mo día de su muerte tuvo otro vómito de sangre a consecuen
cia del cual muri.ó asfixiado; e)- que en la casa donde le daban 
de comer, tenían marcados y separados los utensilios que él 

. usaba, y que voluntariamente fué destruída la casa donde mu
r¡ó, el día siguiente de su muerte; y f) que el comienzo de la 
e nfermrdad del señor Eudoro Salazar, se remonta a la época 
en la cual viyía en la Capital, antes de irse a vivir a Botoncillo 
y mucho antes de habe1:se solicitado y expedido la póliza.
Segundo: que debe fijar y fija al efecto, la audiencia pública 
del día martes, veintiseis (26) del próximo mes de -Abril, a las 
'nueve horas de la mañana, para conocer esta Corte en sus 
atribuciones comerciales del presente informativo; y Tercero: 
que debe reservar y reserva las costas»; 1), que en la fecha fi
jada, veintiseis de Abril de mil novecientos treinta y ocho, tu
vo efecto el informativo ordenado por la sentencia antes referi
da , al cual solo compareció la parte enton~es in~im?nte , 
representada por el Lic. Julio F. Peynado, q_uten r~t1fico sus 
conclusiones an~eriores, pero pidió que el ordmat pnmer_o pa
sara a ser ordinal segundo, y el segundo pasara a ser pn~ero 
d~ díchas conclusiones; m), que el veinticuatro. ?e Jumo de 
·miL novecientos tr~inta y ooho, la Corte de Apelacwn apodera-
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da, dictó sentencia en defecto, cuyo dispositivo se resume así: 
1°: revoca la sentencia apelad'a, dictada contradictoriamente 
por el Juzgado de Primer-a Instancia C~mara Civil y Comer
cial del Distrito Judicial de Santo Domingo en fecha diez y ocho 
de Diciembre de mil novecientos treinta y ocho; 2°: pron ~mcia 
Ia nulidad de la póliza expedida por la Pan American Life ~h
surance Company, sobre la vida del Senor Eudoro E. Salazart 
c;uyo cobro persigue el Señor Rafael A. Salazar, hermano ·del 
asegurado; 3°: descarga a la referida compañía de las condena
dones· impuestas contra ella, rechazando consecuencialmente 
la demanda intentada por Rafael A. Salazar; 4°: Compensa en 
su total idad l-as costas del p_rocedimiento; y 5°: dá acta a la 
compañía intimante de que está dispuesta a devol·ver a .quien 
sea de derecho, lo pagado a título de prima; n), que contra 
esa sentencia hizo oposi ción el Señor Rafael A. Salazar, por 
acto de fecha treir1ta de Julio de mil novecientos treinta v 
ocho, notificado a los Licenciados Julio E. Peyné¡do, Domin-
go A. Estrada, Juan Tomás Mejía y · Manuel Vicente Feliú, abo
gados de la Pan American · Life Insurance Company y a ésta , 
por cuya oposición se solidtaba: «Primero: en cuanto a' la 
forma: -declarar bueno y válido el presente recurso de oposi
ción, recibiendo al concluyente, en consecuencia, como opo
nente a la -sentencia en defecto rendida en su perjuicio por la 

, Corte de Apelación del Depart<~_;mento de Santiago, en atrib'u
ciones comerciales, en fecha 24 del més de Junio del año 
1938;-Segnndo: en cuanto al fondo: qt1e se revoque en todas 
sus partes la sentencia recurrida. descargándose al concluyen
te, tonsecuencialmente, ,de todas v cada una de las condena
ciones que pronuncia en su perjuicio, tanto principales como 
accesorias; y que, por el contrario, se declare y falle: a) Prin
cipalmente, y b.ajo reserv.a formal y especial de proponer la 
nulidad del Jnformativo, que la póliza de Seguro No. 238-142 
ex¡;>edida por la Pan American Life Insurance Company, en 
fecha 7 del mes de Noviembre del año 1932, en favor del se
ñor Eudoro E. Salazar, no se en,cu-entra afectada de nulidad 
por dolo de part~ de éste último, y que, por téjnto, debe pro
ducir todos sus efectos legales por ser perfectamente válida; 
b j que, en consecuencia, se condena a la Pan American Ufe 
Insurance Company a pagar if.lmediatamente al e::oncluyente la 
cantidad de Un mil pesos moneda americana.-($1.000.00) de 
la cual es beneficiario al . tenor de dicha póliza, con mas sus 
intereses legales a partir del día de ·la d'emanda en-justicia; e) 
que se condena a dicha Compañía al pago de las costas, cau
sadas y por causa·rse, hasta la ejecución inclusive de la sen
tencia que. intervenga, orden¡mdo su .distracción en favor del 
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a bogado h1frascrito quien afirma haberlas avanzado en su ma
yor pante; d) subsidiariamente: que en caso de que se estima
re que las circunstancias de la causa y los documentos apor
tados por el concluyeNte son insuficientes como elementos 
probatorios para justificar el acogimiento de las anteriores 
conclusiones, se admita al concluyente a verificar la prueba 
e n contrario de aq1:1ella que le fué permitida hacer a la com
pañía aseguradora por sentencia de fecha 23 de Marzo del año 
1938; y que, en consecuencia, se fijen día y hora para la veri
fi cación del .contra informativo correspondiente, reservándose 
las costas para q11e sigan la suerte de lo principal en caso de 
no .contradicción, o condenando a dicha compañía al pago de 
e llas en el caso contrario, con su distracción igualmente en 
favor del abogado infrascrito, quien afirma haberlas avanzado 
e n su mayor par.te. Bajo las mas absolutas reservas de dere
cho»; ñ), que la Corte de Apelación de Santiago dictó · senten
cia sobre este recurso de oposición en fecha treint:a y uno de 
Marzo de mil noveci~nt0s treinta y nueve, cuyo dispositivo 
d ice así: «·Falla:-1° Que deberech'azar y recbaza el recurs-o 
de oposición interpuerto- p0r el señor Rafael A. Salazar contra 
.s entencia én defecto dictada por esta Corte en fecha veinticua-· 
tro de Junio del año miLnovecientos treinta y ocho, por in 
fundado; rechazando eo consecuencia su pedimento de rea
brir o prorrog-ar e l informativo órdenado por sentencia de esta 
Corté, de fec'ha veintitrés de Marzo de mil novecient.os treinta 
y ocho; 2o Que debe confirmar y confirma la dicha sentencia 
en defecto dictada por esta Corte en fec-ha veinticuatro de Ju
nio del referido año -rnil novecientos treinta y ocho, cuyo dis-
positivo , dice así; ..... . «PRINERO:-que debe revocar y re-
voca la sentencia apelada d·ictada contradictoriamente por el 
Juzgado de Primera Instancia, Cámara Civil y Comercial del 
Distrito Jt¡di<;:ial de Santo Domingo, en fecha diez y ocho de 
Diciembre de l año mil novecientos treinta y cuatro; SEGUN
DO:-que debe 1pronunciar y pronuncia la nulidad de la Póli
za . expedida por la Pan American Life Insurance Company, 
compañía ·intiman te -en el presente recurso 'de alzada, sobre la 
vida del señor Eudoro E. Salazar, cuyo cobro persigue el se
ñor RafaeJ A. Salazar, hermano del ásegurado y parte Intima
da en la -presente instancia.-TERCERO:-que debe ?escar.gur 
Y descarga a la referida Compañía de las, condenaciOnes Im
puestas contra ella por la precitada sentencia, r~ch.azando c~n~ 
secuencialmente la demanda intentada por el mt1mado sen01 
Rafael A. Salazar; CUARTO:-que debe compensár y compen ~ 
sa en su totalidad. las. costas del procedimiento: y QUINTO:
que debe dar y dá acta a dicha Compaqía intimante, de .que 
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élla está dispuesta a devolver a quien sea de ' derecho, lo pa
g<ido <~título de prima, por la póliza que se declara. nula·» ..... • 
2° Que debe condenar y condena al oponente seño'r Rafael A. 

· Sa lazar, al pago de las costas del presente· recurso de oposi-
ción»; · · 

Considerando, que contra lá sentencia cuyo dispositivo · 
se acaba de transcr'ibiJ', interpuso recurso cle casacion · el Señor 
·Rafael A. Salazar quien funda su recurso en los sigu.i.entes me
dios: Primero: aViolación de la Ley No. 196 del Congreso Na
dona! de fecha 14 de Octubr.e del año 1931, de los artículos 
141 y 147 del Código de Procedimiento Civil, y 1315 del Có
digo Civil·»; Segundo: «Violación de los artículos 141 (otro as
pecto), 149 y 150 del Código de Procedimiento Civil; del135 t 
del-Código Civil , y de las disposiciones relativas al derech9 de 
la defensa»; Tercero: «Fals'a aplicación ·de los artículos 256, 
~57, 279, 407 , 408, 409 y 413 del Código de Procedimiento 
Civil»; y Cuarto: Violación de los artículos H16, -1117, 1134, 
1135 y 1351 del Código Civil, 348 del Código de Comercio, y 
141 del Código de Procedimiento Civih>; 

Considerando, que en el primer medio se pretende la 
violación de la Ley No 196, de los artículos 141 y 147 del Có
digo de Procedin1i'ento Civil, y .1315 _del Código Civil; porque, 
((para desestim_ar el pedimento pri11cipal formülado por el in-

,tiin<nfte en sus conclusiones, la Corte a-qtto se fundó exclu-
1sivamente, en que la Compañía intimada obtuvo, antes de la 
audición de 16s testigos, la.certificación exigida por la precita·
da Ley W 196, con lo cual vio laba necesariamente, no tan solo 
esta úl.tirna disposición legal, sino también y conjuntamente el 
artículo 147 del Código de Procedimiento Civil, al mismo 
tiempo que incurría además en la violación del al'tículo 141 
del mismo Código, en razón de que al ampai"o de aquellas 
consideraciones desnaturalizaba los hechos de la causa admi
tiendo como base de su decisión circunstancias ih1probables e 
imposibles, con lo cual ·violaba también el artículo 1315 del 
Código Civil» ; • 

· Considerando, que la enunciación del medio precedente, 
revela la existencia de dos ramas distintas: una; en que se 
alega la insuficiencia del certificado' de l Secretario· de la Su
prema Corte de Justicia de haberse negado la suspensión so
licitada comó requisito . pam proc'eder a la ejecución de. la 

· sentencia impugnada, de acuerdo con la Ley No 196; y otra, en 
que se sostiene implícitamente, • que es preciso ob.servar el 
artículo 147 del Código de Precedí miento• Civil, en lo que res
pecta a la resolución de la Suprema Córte de Justicia, que 
rehusa la suspensión de la ejecución; 
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Considerando, en' cuanto a la r,ama que alude al artÍculo 
14? del Códigq · de Procedimiento Civil: que, el pedimento : 
principa~ f~rr.nulad.o par el intirrial)te ante la Corte á-quo, se 
exp•:esa ast:~ «En cuanto al fondo: A) Principalmente: to, De
clarando que_ el informativo verificado por está .honorable Cor-
te a las diez hora-s y cuarenta minutos. esto e~·. casi a las once 
horas de la mafiam1 del día veintisei's del mes de Abril dentño 

· mil no\•ecientos treinta y ocho, contrariamente a lo ordenado 
por vuestra .. senteticia de techa veintitres. de Mario del .~ afio en 
curso, y a pesar dé estav suspendida la ejecución éle esta úrti- • 
ma sentencia en_ virtud de la Ley No. 196 d-el ~ongreso Nadq~ 
na!, modificativa .del artículo 15 de nuestra v!geti~e Ley -de 
Casación, ·es radicalmente nulo e inoponible. al concluyente»; ' 
que, esas conclusiones, .así como el texto - íntegro de la. sen
tencia impugnadá, establecen plenamente, que , el intimante 
Rafael A. Salazar 110 alegó la falta de notificación de la reso
lución de la Suprema Corte de Justicia, o del-certificado expe
dido por el Secretario, con . relación al rechazamiento del 
pedimento .de suspensi@n, ni la Corte a-quo analizó eti 'ning!J
na forma el cumplimiento, -en la ·especie,- de la formalidad 
prescrita por d artículo 147 del. Codigo de Procedimiento Ci:. 
vil; y por consiguiente, no siendo de orden público la obser
vancia de ésta formalidad, ni de puro · de1:echo, puesto que 
obligé!ría a la Suprema Corte de Justicia a invest_igar en hecho 
y fuera de la sentencia impugnada ; si el auto que rehusó la 
suspensión del fallo del veintitrés de Marzo de mil novecientos 
trei'nta y ocho. o~ el certificado expedido por el Secretario, fue
ron o no notificados al abogado coostituídó por Rafael A. Sa
lazar, se impone decidir. que se ·trata de un medio nuevo y 
como tal inadmisible ante la Corte de Casación; 

·Considerando, en cuanto a la Ley No. 196: que la Ley ci
tada, modificativa del artículo 15 de la Ley sobre Procedimien
to de Casación, dispone -en el párrafo 1°, de su artículo pui~~: 
«la Iiotificación hecha a ·¡a parte intimada · de la solicitud dm
gida a la Suprema Corte de Justicia suspenderá provisional- . 
mente la ejecución de la sentencia recurrida, hasta que la Cor
te resuelva lo qué _crea procedente respecto de la suspensión>>, 
Y en la parte final del párrafo 2°,. decide, <ccuando se niegue. la 
suspensión-, la parte intimada podrá ejecutar la sentenCia, 
siempre que obtenga previamente un certificado del Secreta
-rio de la Suprema Corte, <;le que la -suspensión ha. sido n~ga
da»; que el único punto de controversia que debla exammar 
la Córte a-quo ·era el d.e que, si la Pan Americap Life Insur_an
ce Company había obtenido antes de procederse allnforma~1~o, 
el certificado del Secretario de la S~tprema Corte de Just1c1a, 
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de haberse negado la suspensión de ejecución solicit.ada por 
Rafael A. Salaz~.r. porque, este es el único punto alus'ivo a la 
Ley No . .1'96 p.lanteado en las conclusiones prLñcipales,_ya que 
no ·era objeto de debate si había sido o qq notifica¡:! a ·la. solici -

Jud ·de suspensió11; que · sobre: este punto la CoJ te _ a-quo se 
·expresa así! ((por documentos qu,e obran en ·el expediente se 
den_mestra_ que la Pan .Amerkan Life l[lsu ranc~ Company, ob
t~vo, antes de la audición d·e los testigos q~1e depusieron en 
el .intoq nativo, o sea ántes de 1~ ejecuciói~ . de la sentencia de 
esta Corte de fe.éhá veintitr~s de Ma.1·zo de mil novecientos 
treinta y ocho reeurrid-a en casacióli .y cuya suspensión hab.ía 
sido soliCitada, el certificado corresponctient~ al atJ·IO i11edfante 
et· cual la Suprema éorte de Justicia rec,hazó 'el pedi¡i1ento de 

- .suspensipn de la refe-rida sentencia»; que por consiguieiite , 
al declarar válido el· inforniativo V(}rificatlo a diligencias de la 

. Compañía, y ' válida del mismo mopo la sentencia fundada en 
dicho. informativo, mediante la coinprobación y consideracio
nes ya referidas, la Corte a-quo lejos de incurrir en violación 
alguna a la Ley, hizo de la misma una correcta aplicación; 

"' · Considerando, que en cuahto ·a la violación de los artículos 
1315 ·del Código Civil y 141 del Códjgo de PJ'ocedimiento Ci 
vil, preciso es declarar que, ante la · Corte a-quo se produjo la 
.prueba de que la ejecución de la sentencia del veintitrés de 

. Marzo de mil novecieqtos treinta y ocho, no estaba suspend'i
da en 'el momento en qu t: fue iniciado el informativo, , y que 
por otra parte, al no existir la .violación.alegada de la Ley No. 
19.6, la Corte a-quo no admitía como base . de su aecisión 
((c!!cunstanda~ improbables e imposibles» , sino pruebas y 
elementos de convicción obtenidos a·l amparo de un informa
tivo realizado cuando 110 existía ningú·n iFnpeüimento legal pa

_ra ello; por tanto; .este primer medio debe ser rechazado en 
sus dos aspectos; 

Considerando, que por el segundo medio se alega , que 
al deélarar válido el informativo llevado a cabo en aquellas 
anormales circunstancias, sin referirse ·en ni_nguna forma al 
-pedimento de nulidad del intimante, 'basado en el medio rela
tivo a que ,dicho informativo se había realiza'do a lás diez ho
ras y cuanmta minutos del 1dia veintiseis de Abril de mil no
vecientps, 'treinta y ocho, y -no. a las nueve tle ·la mañana, hora 
en la cual se encontraba susp·endida en su ejecución esta úl
tima sentenbia , la Corte a-quo ha violado el supradicho ar
tículo 141 del Cód-igo de .Procedimiento Civil, conjuntamente 
con -el artículo 1351 del Código Civil, . as( como también las 
disposiciones legales relativas al derecho de la defensa , y 149 
y 150 del Código de Procedimiento ,Civil; 
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C<!lilsideraod.o, ~n c1:1anto a 'la alegada violacjón del ar- 1 
tículo 141 de_I -C.ódigo de Procedimiento Civ.il; _que, en la pági
na 58 de la sen.teQcia in~pugnada, Considerando décimo cator
ce, la Corte a-quo se pronuncia expresaniente acerca de la 
pretendida nulidad del informativo, por habe"rse realizado e.n 
una hora posterior a la fijada para ta l fin, despues de haber 
-obten ido la prueba de qu~. _el pedimento de suspensión había 
sido rechazado por la Suprema Corte de Justicia, y por consi
gu iente -en este aspecto el medit) carece de f-undamer~to; que, 
por otra parte; con el hecho de come·nzar el infon'nativo en 
una hora ·posterior a la fijada por la senteñcia qtre lo ordtwa
ba, la.Corte a-quo no incurría en _ninguna vio lación de la Le.y, 
ni del der.echo d€ Ja defensa, puesto que ello no constituve un 
motivo de nulidad del infom1ativo realizado en tales circuns
ta ncias, y el in.timado, de ha,ber comparecido en la hora fija
da , habría -€Stado en condidones . de- velar por sus derechos 
durante todo el curso del inf-ónuativo; además, si el .abogado 
de Rafael A. Salazar no compareció, la Corte pudo efectuar 

. ese informativo en su ausencia si.n incurrir en las violaciones 
ap untadas· por el recurrente; ahor:a bien, si la pretendida vio
lación de los artículos 149 y 150 del C(>.(ligo de Proc€dimiento 
Civil, aluden a posibles vicios de la sentencia en defecto del 
veinticuatro de Junio de n1il novecientos treinta y ocho, se tra
ta de un, medio nuevo, puesto que los jueces del fondo no fue
ron puestos en conpiciones de decidir ese punto, o carece de 
interés el alegato, ·porque la sentencia ·contradictoria purgó 
los vicios contenidos en la decisión en defecto; por ·tanto, este 
seglllido medio debe también ser rechazado; 

ConsideraRdo, que por el tercer medio · se pretende, que 
al admit ir la Cqrte a-quo que el contra-informativo en m;:~te
ria sumaria debe ser simultáneo al informativo hizo una falsa 
aplicación de los artículos 256, 257 y 279 del Código de Pro
cedimiento Civil; porque, por una parte, ellos rigen solamente 
la instrucción del informativo y contra informativos ordinarios, 
y por otra parte, el último de ellos el artículo 279 se refiere a 
una .situación jurídica distinta a la _que fué sometida a 1~ Cor
te a-quo por el intimado en ~a letra e) de su escrito de con-

- clusiones; que ádemás; al proceder en ~emejante. fo~ma, y ~o~ 
las mismas razones anterion:nente senaladas, violo y aplico 
falsame11te también, los artículos 407 ; 408, 409 y 413 conjun

.. tamente con el ártículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
puesto que para ello tu fo necesi~lad de desnaturalizar, como 
desnaturalizó el -pedimento del intimante; . . 

Considerando, que, en razón de que en el ultimo aspecto 
de este mediÓ se alega la desnaturalización de las csncluswn~s 
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(1~1 intim; n.te, la Süpí···ema, éorte decide 'ex~mh1arlo' en · pdnÍer 
t-érmino: que, en.el .·ap:,¡rtado e)' de sus conclusiones el oponen
·te Rafael A. Sal<~zar p_idió a la :Cort~ d-quo qúe se le admitie
·ra (<_verificar la . prueqa ~n · conlr<~rio de · aque~la -que le fué' 
permitida hacer a lé! Com·pañía intir:i1ada por· la seiitencia de 
ésta misma Corte de fe€ ha · veintitrés de Marzo de mil hove
veden tos :treinta y ocho», lo cüa-Uu,é ca!Hi€ado po·r lo~ jueces 
de envío como un pedi~Hmto ·de prórroga del contra-infor-

.: •. - mativo, y preeiso es·~r~con:ocer que con ·.ello no incuí-rieron en 
. lá d.esnaturalización '>Jlegada por e'l infimatlte·, porque la prueba 

·• cont•rarra eS de derecho Cüantas veces se :'ordene un ' informa
tivo, -v la calificación·Jurídica ·de Ún pedir.itét~tp, no puede estat

,. - abandonada al -critel'io que las parles ddeen sustentar en su 
· pt·opi0 ~eneficio: ad~más, ·verificar la prueba ·en contrario de 
la que fué ordenada"_por el infermativo, ideológicameute no es 

i «vtra cosa, qu~ h!lC,er la prueo_a· c:ontraria o contra informativo, 
ya que un_a información completamente distinta, §Upone he
chos nuevos, aunque capaces· de desvirtu::ir la prueba adquirí- 
da, y un pedimento' forma:lizado en jdétiticas condiciones que 
un informativo; que, en cuanto a la simultaneidad, ·que tam 
_póco existe en este punto vi0lación alguná de la Ley , porque 
es ele prinéip'i<), que a los i,nformativos sumarios se aplica tam
bién la .regla de ·simultaneiclad .. del contra informativo, ·consa
grada expresamen-te por el árfíwlo 256 del Codigo de P·roc_e ~ · 

- dimient@- Civil pa.ra los informativos ·Orcfi.tla-riós y en · form a 
implícita pero inequívoca pon~! artículo 409 para los suma
rios; . y al pr0clamarlo así, la. Corte a-quo hizo• una córrecta 
<~plicación ele la Ley; por consiguiente, el te:rcer medio debe· 
ser rechazádo igttalmerite que lós anteriores; · · · .. 

Considerando, que por el cuarto ·y último· medi'o se pre
tende, Ja violación de los artículos 1116, 1117, 1134, 1135 y 

·1351 (;!eJ Códigó Civil'; 348 del Código de Comercio y 141 del 
Código d8-Pmceclimiento Civil: a) poFque de la sentencia im
pugnada ·no resulta la compriilbación ·de que Eudoro E. Sala
zar pusiera en- práctica 1 conoi'entemente y en el momento del 
segJ.Iro! maniobras capaces de ~vid~nciar que sin el'las él no 
hubiese o·btenido la póliza objeto ele lá . presénte litis; b) p0r
ql!e los hetho,s. y -ci ~nmstandas ,considerados por la Corte 
a-quo p.ara ptoJHJ.nciar· la nuli<ilad-: de .di€l~a póliza, no pueden 
ser legalmente c'alific?.das ele dolósas" de coriformidad con los 
.principios que domina·n la materia¡. e) porque, además, y en 
tocl0 caso , dicha Cqrte no explica lá ·razones por las wales 
aquellos he_cho~ admitidos por ellá como cl,Ó iosos, fueron los 
·cteterriiinantes del' co·nsentimietitó de ~la, Cot'npañí'a ·intimada, 
resolviendo toda .. esta cuestión' al ariiparo de· una· verdadei'a 
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,petición· de prfntipios; y. d) porque parapod~-r d.eclirar·la nu-
li dad por dolo de la susodicha póliza, desnaturalizó los hechos 
·de la causa desconociendo, al mismo tiempo, lo que a este 
trespectQ había sido ya· admitido por la jurisdicción penal; 

Considerando, en cuanto al apartado . a) de este medh'>~ 
que, contrariap1ente a la afirmación del intimante, la .Suprem21 
Corte ha comprobado mediante la lectura de la sentencia im
:pugnada, que 121 Corte a,..quo, en las. páginas ·:>O, 51, 52, 53 y 
~~-. a parti-r del cuarto Considerando. hasta .el noveno inclusi
v.e, ha<;~ figurar la comprobación hasta minuciosa de que Eu
od oro ··E. Salaza·r puso eiJ práctica . manio_bras capaces d·e evi~ 
<le nciar· que ·sin ell-as éf..no hÚbiese obtenido la póljza objet~ · 
·de ~sta litis; <m cuanto al apartado b). que la Corte .a-qzío _ · 
.co'mienza p(;ll: afirm;¡r en el cuarto. Considerando: «QUe' por los 
:hechos <i:omprobados en el informativo, se llega al convencí-

: miento de que_ el asegurado Eudoro Salazar padecía desde 
mucho antes de la solicitud de su pólíza de una enfermedad 
grave que pt:esentaba todos los caracteres de una ttiberculosis, 
y «q ue en el mome_nto del seguro el estado de enfermedad era 
man ifiesto»; e_fl el quinto, admite como defini-ti-valllente esta
blecido el.l1echo de que, la persona ex~min,ada por el Dr. Tomás 
Pastoriza y que le fué .preseqtada como E u<! oro Sal azar no era 
dicha persona; en el sexto, emtmera u-na serie de hechos falsos 
-o mentirosos, establecidos a juicio d·e .los jueces del fondo, y 
~o n los cuales fué también sorprendida la Compañía asegura~ 
dora, además de haberlo sido respe~to del estaqo de salud del 
asegurado Eudoro E. Sal azar; y en el -noveno Considerando, 
expresa, que la~ condiciones puestas por la Compañía y acep
tadas por quien firmaba Eudoro E. Sal:azar, indican de un mo
do expreso y categórico, «que todas las respuestas y declara ~ 
ciones contenidas en · la solicitud», «así como las hechas al 
médico ex-aminador>) son «Cabales, completas y exactaS>> y 
«hechas con el objeto de -obtener la póliza>!; agrega en seguida; 
«es evid~nte que la Comp.é:i,ñía intimante no hubiese contr~ta~ 
do. si hubiera sabido que .el solicitante -Eudoro E. Salazar no 
había sido la persona examinada por el Dr, Pastori~a y que 
las declaracione_s he'chas por él en la solicitud de P?hza eran -
fa lsas en su inmensa may0ría, creándole así graves d1fi~ultades 
para identificar al -solicitante, y disimulándole la magn1tud d~l 
riesgo»: y ra Suprema Cor:te de Jüsti(;ia, en uso de la facultad 
f!e verificación que le corresponde, de'clara, que los hec~os 
comprobados por la Corte a-quo y ante~ glosados, constttu
yen perfectas J.11aniobr;:¡s dolosas destinadas a sorprender o 
engañar a la Pan American Life Insurance Company respecto 
a la magnitud del riesgo, y que es evidente, como lo declara 

·, 
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ta Corre a-quo, que de .haber sabido ella qu.~ la persona exa
minada por · el Dr. Pas'toriza, no era el solicitante E~doro E. 
Salé:J zar, y qu e por el .contrario el estacto de enfermedad de este 
último, era manif!_esto en el momento del· aseguro, aquella no r 
hubiese contratado; en cuanto al apartado e), que contraria
mente a lo que sustenta el i'11timante, el examen de la senten
cia criticada, revela q ue ella expresa . de manera suficiente, 
las razones por las cuales la Cort~ a-quo estimó coriw' deter
minantes del ' consentimienl<:> 'de l~ C~mpañia asegurad·ora, las 

.,.decllu;acionep falsas y· las mani~bras .comprobadas; y por ott:a 
parte, la Suprema Corte no, h3) podtdo. compFobar, a peSé\V. 

· ~l,el exa men realizado, la petición de· principios que se in
-voca, -porque si las <<declaraciones debíaü ·ser :cabales, conr
. pletas y-·exactas» , <<eran esenciales y hechas con el objett>. de 
. obtener la póliza», de acuerdo con las condiciones estipuladas 

~- · en el aqverso~de la solicitüd, péira estimar que las decla t·acio
nes falsas y las maniobi·as imputddas al (lsegurado eran deter
minantes del c onsentimiento de la Compañía, la- Corte a-quo 

- - hizo uná ded.ucción irreprochable; asimismo al declarar, qu e 
· _si aquella húbies·e sabido que la persona ·examinada. no era el 

.. · asegurado, es evidente que no hubiese contratado, pue:s nada 
' es tan esencial y determinante· en el contrato de seguro, cómo 

el conocimiento exacto, fle parte de la Cornpañía aseguradora , 
de la magnitud ·del riesgo , y para reconocerlo así, la Corte 
a-quo Ho- tenía que dar otras y mas extensas razones qué las 
expres5tdas , ya que IJO t iene el deber de ofrecer motivos d~ los 
motivos; en lo que respecta al apartado d), que en éste se in
vocan los artícttlos 141 del Código de Procedimiento Civil y 
1351 del Código Civil, y se pretende esencialmente que la au
toridad · de lo juzgado por la Corte- de Apelación de Santo 
Domingo en fecha cuatro de Diciembre de mil novecientos 
trein t;d y cinco, que descargó a Salvador López y Ráfael A. Sa
lazar «p.oi· insoficiéncia de pruebas en el · hecho que se le jm
puta» se opone a que fuese declara'd a · la nu)idad de la póliza ; 
·pero ,. como este punfo; si bien fué planteado · por el intimante 
ante la Corte a-quo y resuelto por eOa ef1 su sentencia inter
locutoria de fecha veintitrés de Méi rzo de mil novecientos 
treinta y ocho, no figura · reproduci tio .. ,en las conclusiones 
s~ntadas con moti \(o del recurso de oposición , debe ser decla-· 
rado nuevo, tanto más, cuanto que,. la autoridad de aquella 
decisión, qúe no f.ué objeto sino de un recurso que caducó, 
habría impedid:> a los jueces de·t fondo, desvirtuar !o ya juz
gado por ellos, acerca ~de que la decisión penal no se oponía a 
que fuese establecido, si a la fecha del segurq Eudoro E. Sa,l a
zar pacl:ecía o nó de alguna enfermedad, y que cómprobaclo 

• • 
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ese hecho pudiese ser prommciada la nulidad de la p<)liza; 
que finalmente, el intimante invoca el artfculo 348 del Código 
de Comercio, ~ero cuando este texto no fuese aplicable a los 
contratos de seguros de vida, no es men-os cierto, que las es
tipulaciones de qu·e ha hablaclo anteriormente, constituven 
una fór.Qlu la análoga que figu.ra habitualmente en las pólfzas 
de ese género de seguro; · y la Suprema Corte admite; que la 
reticencia o la Jalsa declara<,:ión entraña sien~pre la nulidad del 
co ntrato .. ci.Jando es dolosa, pues el declarante disimula un he
cho cuya gravedad conoce; por otra parte, es indiferente la 

. aplicación -so· no aplicación en este caso, del texto en referen
cia . pues como se ha visto, la sentencia impugnada queda 
justificada al ampam de los principios que rigen el efecto del 
dolo en los contratos; por tanto, el cuarto y último medio de-
be rechazarse del mismo modo que los anteriores; · 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa
cióe interpHesto por-el Señor · Rafael A. Salazar, contra sen
tencia de la· .Corte de Apelación del Departamento de Santia
go, de fecha treinta y uno de Marzo del mil novecientos treinta 
y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado ·en otra parte del 
presente fallo; ·Segundo: C:onclena al intimante al pago de las 
costas. -

(Firmados): Niguel Ricardo R.-D~'· T. Franco Franco.
Abigaíl Montás.-Eudaldo Troncoso de la C.-Leondo Ra
mos:-Pablo :M.· Paulino.- Eug. A. Alvarez, Secretario Ge
neral. .. .. , ., · 

1 ' • • < • 

La presente séntencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezap-1iento, en la audiencia pú
blica del día, mes y año en él expresados y fué leída, firmada 
y publicada por /mí, Secretario General, que certifico.-(Fir
mado ): EUG; A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y ·LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la Repúblic¡¡, la Suprema Corte de Justi
cia , regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus
tituto de Presidente; · Abigaíl Montás, Eudaldo

1 
Tron~oso deJa 

Concha, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos, Lms Logrono 
Col1én, asistidos del i.nfrascrito Secretario General, en la Sala 
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ese hecho pudiese ser prommciada la nulidad de la p<)liza; 
que finalmente, el intimante invoca el artfculo 348 del Código 
de Comercio, ~ero cuando este texto no fuese aplicable a los 
contratos de seguros de vida, no es men-os cierto, que las es
tipulaciones de qu·e ha hablaclo anteriormente, constituven 
una fór.Qlu la análoga que figu.ra habitualmente en las pólfzas 
de ese género de seguro; · y la Suprema Corte admite; que la 
reticencia o la Jalsa declara<,:ión entraña sien~pre la nulidad del 
co ntrato .. ci.Jando es dolosa, pues el declarante disimula un he
cho cuya gravedad conoce; por otra parte, es indiferente la 

. aplicación -so· no aplicación en este caso, del texto en referen
cia . pues como se ha visto, la sentencia impugnada queda 
justificada al ampam de los principios que rigen el efecto del 
dolo en los contratos; por tanto, el cuarto y último medio de-
be rechazarse del mismo modo que los anteriores; · 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa
cióe interpHesto por-el Señor · Rafael A. Salazar, contra sen
tencia de la· .Corte de Apelación del Departamento de Santia
go, de fecha treinta y uno de Marzo del mil novecientos treinta 
y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado ·en otra parte del 
presente fallo; ·Segundo: C:onclena al intimante al pago de las 
costas. -

(Firmados): Niguel Ricardo R.-D~'· T. Franco Franco.
Abigaíl Montás.-Eudaldo Troncoso de la C.-Leondo Ra
mos:-Pablo :M.· Paulino.- Eug. A. Alvarez, Secretario Ge
neral. .. .. , ., · 

1 ' • • < • 

La presente séntencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezap-1iento, en la audiencia pú
blica del día, mes y año en él expresados y fué leída, firmada 
y publicada por /mí, Secretario General, que certifico.-(Fir
mado ): EUG; A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y ·LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la Repúblic¡¡, la Suprema Corte de Justi
cia , regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus
tituto de Presidente; · Abigaíl Montás, Eudaldo

1 
Tron~oso deJa 

Concha, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos, Lms Logrono 
Col1én, asistidos del i.nfrascrito Secretario General, en la Sala 
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donde celel)ra sus audiencias, e:n .Ciudad Trujillo, Distrito de· 
Santo Domingo, el .dia veintiocho del mes de Noviembre d€1. 
mil novecientos treinta y nueve, año 9.6° dé la IBpep·endencia y 
77o de la Restauración, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, . la sente,ncia siguiente: 

.Sobre el recurso de casación interpuesto por la Señora 
Carmen de. la .Rocha de Sánchez,. autori-zada por su esposo 
Don Wenceslao ·Sánchez, .portador de ·la cédula personal de 
identidad número 129:>7, Serie 1;- Den Luis de la Rocha, de 
~édula personal número .341, Serie ~3; Doña Carmeía de la 
Rocha Viuda :Sanabia, «propie~arios unos Y. de otic'ios ·domés
ticos l.as otras», y .domiciliados y residentes, todos, en Ciudad 
Trujillo; ·<da Sra. Maríá de la Rocha Viuda Vélez, y Do·ña Filo.., 
mena Górnez Vda. de la .Roché:l, de oficios domésticos, del de
micilio de la ciudad de San Pedro de Macoris, y «los Señores . 
Marino, Carlos y J,uJio oe la Roc-ha hijo, .. cédulas · Nos. 1593, 
~erie J, No. 4470. y No. 1038-:-S. 1, propietarios y del domi
cilio y residencia de Ciudad Trujillo», quienes dicen ser com
ponentes de «la Sucesión Rocha ·Landeche», contra sentencia 
d€1 Tribunal Superior de Tierras, de fecha tres de Junio de ~mil _ 
novecientos treinta/ y nueve, cuyo dispositivo dic.e así: .<<Falla: 
1°.-Que debe rechazar, como al efect0 rechaza, la apeJación 
interpuesta por 1(1 Sucesión Rocha Landeche, por no haber 
probado él señor Wenceslao Sánchez su .,calidad de apoderado 
de la referida Suc~sión.-2°.-Que debe. COf1firmar, como al· 
efecto confirma, la Decisión No . . 1 (uno), de fecha diez y ocho 
del ines de Noviembre del año mil novecientos trei·nta y ~'lCho , 
del Juez dt; jurisdicción ori.ginal, acerca de la parcela N,o .. 1. 
del Distrito Catastral No. 2 de la Común d.e Duvergé, sitio de 
Cerro de la Sal, seccióí1 de Las Salinas,· provincia . de 'Ba~a-
hona; cuyo dispositivo se leerá así: frFal/a:-1°.-Que debe 
ordeñar, como al -.efecto ordefi·a, el registro del derecho de 
propiedad sobre la Parcela Número 1 (u no); del ·Distri-to Ca
tastral No. 2 (dos) de la Común de Duvergé, sitio de «Cerro 
de la Sab>, sección de Las Salirias; · provincia de Barahona, 
con sus mejoras, en favor de la SALJNERA NACIONAL, 
C. POR A .. compañía conierci_al, constituida de aéuerdo con 
las leyes de la República Dominicana, y domiciliada en esta 
Ciudad TrujiHo.-2°.-Que debe rechazar, como al efecto 
rechaza, la reclama·ción que de la refe.rida Parcela No. 1 
del Distrito Catastral No. 2 de la Comúr1 de .Duvergé, sitio 
de «Cerro de la Sal», -sección de Las .Salinas, .provincia de 
Barahona,: ha hecho la Sucesión del senor Domingo de la Ro
cha y tandeche; por improcedente y mal fundada en .dere- _ 
cho».~Se ,ordena al Secretario def- Tribunal de Tierras que, 
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~na vez irrevocal).-1~ . esta Decisión, y después de recibidos po~ 
el los planos defimt1vos, preparados por el · Agrimensor Con
tratista de esta mensura y a·probados por la DirecGión. General 
de Mensuras Catastrales, de acuerdo con los términos de esta 
Decisión, .expida el Decreto de Registro de Títulos corresp0n
d iente.~ Y por esta sentencia difinitiva, así se pronuncia, rnan-
da y firma»; · · · 

Visto el Memorial de Ca·sación presentado p.or el ·Licen
ciado Ju'éin B. Mejía. abogado de los recurrentes, en el'<:üal se 
alegá n las violaciones de la ley que más ·adelante se expon-
drá n; - o , ~ • , • 

Visto el 1\Jemorial de Defensa presentado por el Doctor 
Moisés· García Mell~. 2bogado de la Salinera · Nacional, C. por 
A. , compañía· por acciones constituída de acuerdo con las le
yes de la República, domiciliada en ·Ciudad Trujillo., .parte in-
tim ada· o • 

' -
Oído el Magistrado Juez Relator; ~ 
Oído ·el ' Licenciado Juan B. Mejía, abogado de los inti

mantes, en su escrito de alegatos, ampliación y conclusiones; 
Oí<ilo el Dpctor M<:>isés García Mella, abogado ·de la inH'

mada, ftn su escrito de defensa y conclusiones; 
· Oído el Magistrado. Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectt!ra de su dicta-
m en; · · 

La Suprem~ Corte de Justicia, en funciones de Corte de 
Casación, después de haber deliberado{ y vistos los artículos 
1-A de la Orden Ejecutiva -No. 799; 4 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento d·e Casación;. 

Consider'~mdo, . que en el presente caso consta lo siguient~: 
A), que el · Tribunal Superior de Tierras ·concedió, en fecha 
vein titrés de Abril .de mil novecientos ti"einta y ocho, «priori
dad para el saneamiento y adjudicación de títulos de propie-

. dad, por exigirlo así el interés público, a una porción de terre-
110' ubicada en la común de Duvergé,. Provincia de ,BJrahona , 
lugar Cerro de· ta Sal, designada Parcela número 1 (Uno) d~l 
Distrito Catastral número 2 (Dos) de - la Común de Duverge, 
cuya descripción es la siguiente: al Norte, terrenos de Buena 
Vista; al Este, Camino -Público de Barahona -Salinas; al Sur, 
Cain ino Real de Barahona-Duvergé, y por el · Oeste, Cerritos 
de_ Capitanejo»; B), que después de !evantad~s los planos, pu
blicados los avisos llenadas las dema:s formalidades legales, el 
Tribunal de Tierra~ conoció del asunto, en jurisdicción origi
nal, en audiencia celebrada, el ·veintidós de Setiembre de mil 
novecientos 'treinta ·y ocho, en una casa del poblado de . Las 
Salinas, corüún de Duvergé, provincia de Barahona , Y a d1cha 
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auqiencia compan~ció la Salinero Nacional, C. por A., debi
dament@ representada; C), que en fecha veinte de Setiembre 
del mismo año . . <da Sucesión Rocha Landeche depositó en la 
Seeretar<ía del Tribunal de Tierras su reclamación sobre este 
expediente catastral , excusándQse· por su no comparecencia a 
la referkla audien~ia, y a la vez · solicitó un plazo para replicar 
los alegatos de la Compañía Salinera Nacional, C. por A., y pa
ra presentar sus documentos»; D). que tañto la compañía úl
timamente indicada , como lá .llamada Sucesión Rocha Lande
che, depositaron los documentos en los cuales apoyabarl sus 

- respectivas reclamaciones; E), que en fecha diez y ocho de 
Noviembre de mil novecient9s treintá y ocho, el Tribunal de 
Tierras dictó sobre el caso, en jurisdicción -original, la deci
sión cuyo· dispositivo se encuentra transcrit9 en el de la sen
ten~ia ahorq impugl'lada; F), que en fecl}a quinc<:l de Diciembre 
de rnil no-vecie!Hos treinta.) ocho, el s_eñor Wenceslao Sánchez , 
quien se .presentó como ap.oderado generai de I.a Sucesión Ro
cha Landeche, interptiso recurso de apelación contra el fall o 
de jurisdicción original an~iba aludido; G). ql1e el Tdbunal Su
perior de Tierras cono€ió, en audiencia del día•rdiez y siete de 
Febrero de mil novecientos treinta y nueve. del-preindicado 
recurso; H ), que a dicha audiencia compárecieron «el Licen
ciado Juan B. Mejía, en repn~sentación de la Sucesión Rocha 
Li ndeche», y el Doc.tor Moisés García Mella, como represen 
tante de la SaiÍ!iera Nacional, C. por A .. y prec:;ent-aron sus 
respectivas conclusiones; , Y), que en la mencion'ada audiencia 
fueron conce<;lidos a las 'partes sendos plazos de veiJqte días 
para que se comunicaran sus réplicas y contrarréplicas; que 
puesto en estado de ser fallado el asunto. el Tribunal Superior 
de Tierras dictó sobre el mismo. en fe.cha tres de Junio de mil 
nov~cientos treinta y nueve :la sentencia contra la cual se ha . 
recurrid.o a casación , cuyo dispositivo ha sido ya copiado; 

Considerando, que los intimantes alegan ,en su recurso, 
· como medios del mlsmo, que impugn<m la decisión de la cual 
se trata, «por habt rse cometido en ella Exceso de Poder en 
varios as¡:>ecws y violado los-artículos 2, · párrafo Il, 15, 62 y 
144 de la Ley de Registro de Tierras>>; 

- Considerando, que la part~ intimada, alega en primer tér
mino, para fundamentar su petición de que sea rechazado el 
presente rec,urso, que éste es · inadmisible; y para tal fin. le 
e pone los medios que se concreté\}1 ex-presando: 1°, que la Su
cesión Rocha Lande€he carece de capacidad para estar en jus
ticia, ROr no tener personaliqt~ d jurídicá; 2°, que una decisión 
no puede ser atacada por la-vía de la casación por quienes no 
hayan sido partes ·en el juicio; 3°, que, la persona _que actúe, 

. 1 
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e n justicia~ _como sucesora o heredera de alguien, debe justi-
fi car tal cal1dad; _ - -

.Considerando, en ·cuanto al primer medio d'e inadmisión: 
que si bien es cierto que el memorial de casación expresa que 
éste es presentado ~or «la Sucesión Rocha Landeche, que ha 
si.do la parte perdidosa)), dichó memorial agrega, en séguida, 
que tal sucesión «la integran entre otros la Sra. doña Carmen 
de la R0cha d_e Sánchttz, autorizada por su esposo -don Wen
ceslao Sánchez, tenec,lor de la cédula personal-·No . .12957, se
r ie 1, de mayo 13 de ·1932; don Luis de 1::~ Rocha, -cédula 
personal No. 341 serie H del (en blanco) de (blanco de (en 
blanco); doña ·Carmela de la Rbcha Vd a Sanabia, propi-etarios 
u nos y de oficios domésticos las otras, del domicilio y ·residen
da de Ciudad Trujillo; la Sra. María de la Rocha Vda .. Vélez, 
y doña Filomena Gómez Vda. de la Rocha, de oficios domés
t icos, del domicilio de la ciudad de San Pedro de Macoris, y los 
señores Marino, Garlas y Julio de la Rocha hijo, cédulas Nos. 
1593, serie 1, No. 4470. y No. 1038-S-1, propietarios y del do
micilie y residencia de ciudad Tn1jillon; que expresiones am1-
logas se encuentran en el acta de notificación del recurso: y 
ellas no dejan lugar a dudas acerca de quienes son las perso
nas físicas que, alegando ser partes de la sucesión Rocha 
La ndeche, intentan el presente recurso, ya que las palabras 
del memorial «doña Carmen. de la Rocha de Sánchez. autori
zada por su esposo don Wenceslao Sánchez, · tenedor de la cé
dula personaln etc, quedarían sin objeto cuaBdo no se admi
tiera que la mencionada Señora estuviera actuando como 
parte recurrente; que por todo lo dicho er primer' medio de 
inadmisión, ya indicado, debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto a los medios de inadmisión se
gundo y tercero, que la Suprema Corte reune para examinar
los: que el artículo 4°. de la bey sobre Procedimiento de Casa
ción expresa que «_pueden pedir la· casacfón, primero: las 
partes interesadas que hubieren· figurado en el juicio; segun
do: el ministerio públic0 ante el tribunal que dictó la senten
cia, en los asuntos en los cuales intervenga como parte 
principal, en virtud de la ley, o como parte adjunta en 'los 
casos que interesan al orden público)); que la Orden Ejecutiva 
No. 799, que modifica el artículo 2 de la Ley de Registro de 
Tierras, se expre~a en términos ·análogos; que con ello, dichos 
cánones '1'egales proclaman el mismo principio que es al~gact·o 
por la parte intimada, en eJ primero de lGs dos med1os de 
inadmisión de los cuales ahora se -trata; que el examen ·de la : 
sentencia iNl pugn<1da evidencia que ante el Tribuna_!, Superior 
de Tierras n_o se estableció, en ma~Jera alguna, . qu1enes eran 
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.fas personas que reclamaban bajo la d·enominadón c<>rrfún 
Sucesión Rocha Landeche, especificación que, si pudo no ser 
necesaria ante aquella jurisdiCción, sí lo es ante los tribunales 
ordinarios, cori1o lo es también · la justificación de _. la calidad 
que se pretenda; que ,por ello, es indispepsable, para los ac
tuales · recurrentes: en casacióil, la prueba de su calidad de 
miembros de la sucesión ·· en .referencia, a fin de justificar que 
ellos son las .partes interesadas que figuraron·_ en el juicio, a las 
cuales se ·refiere el <rrtículo 4 de · la Ley sobre· procedimiento 
de ·casación; que. los recu-rrentes no han Mc:hoJaf ·. prueba de 
5U calidad, po_r medio de documentos. que establecieran el lazo 
de pareJltesco que las unía eorl' la persona a cuya· sucesiót1 di -_ 
cen pertene<;'er; ni por-ningún otro medio: que en tales colldi
ciones, p·rocede acoger los medios de inadmisióil que quedan 
estudiados, y pronunciar el. rechazamiento del .recurso, como 
lo pide la parte ·intimada;. 

Por tales motivós·, · Primero, rechaz.a· el irecursó . de casa
ción interpuesto por Doña Carmen de ra Rocha 'de .Sánchez, 
autorizada por.. su esp.oso Don Wen.ceslao Sánchez; Don. Luis 
dé .la Rocha; Doña· Carmela de la. Rocha Vda. Sanabja; la Sra. 
María de la Rocha -Vda. Vélez; Doña Filomena Gómez .Vda. ·de 
la-Roch-a, y los Señores Mari.no, .Carlos y Julio de La- Rocha , 
hijo. <i:.Ontra sentencia del Tribunal-: ,Superior de Tierras; de fe
ch-a tres de Juhi0 cle mil novecientos · treinta -y nueve·, . cuyo 
disposi-tivo ha .sido ' copiado en otro· 'lug;Ir del presente·. fallo , 
Segundo, condena . a dichos. intimantes a.f,,.pago de las . costas. 

(Fi.rmádos): ~ J. Tomás Mejía.- tf,iguel Ric4.rdo _R.~ 
Abigaíl fl1ontás.:-Eutjaido . J:r.oncoso .de' la C.-Raf. Castr(J 
Rivera.- ·t.eaizcio Rafnos.~ Luis Logroíio C."-=-Eug .. A .. Al
V'aKez , Secretario -General. 

L~ p~eset~·te sentencia ha sido , . dad~ y . firmada, por lofr 
Jueces que figuran en ~u . en.cabezain.iento, en la audiencia pú
.Piica det .día, mes y año en él .expresadps· y fué leída, firmad a 
y pubUcada por mí, Secretario Gen~ral, que certifico.-(Fir,.. 
mado): EuG. A. ALVÁRE~. . · .' , ,. 

DIOS, PATRIA y· LIBERTAD. 
REPUBLIG~ DOMINICANA, . . ' -:-·----~ 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi
cia, regularmente constit.uíd'a pot los Jueces Lice,nciados Juan 
Tomás l,\1ejía, Presidente;. ·Miguel Ricardo Román, Primer 
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.fas personas que reclamaban bajo la d·enominadón c<>rrfún 
Sucesión Rocha Landeche, especificación que, si pudo no ser 
necesaria ante aquella jurisdiCción, sí lo es ante los tribunales 
ordinarios, cori1o lo es también · la justificación de _. la calidad 
que se pretenda; que ,por ello, es indispepsable, para los ac
tuales · recurrentes: en casacióil, la prueba de su calidad de 
miembros de la sucesión ·· en .referencia, a fin de justificar que 
ellos son las .partes interesadas que figuraron·_ en el juicio, a las 
cuales se ·refiere el <rrtículo 4 de · la Ley sobre· procedimiento 
de ·casación; que. los recu-rrentes no han Mc:hoJaf ·. prueba de 
5U calidad, po_r medio de documentos. que establecieran el lazo 
de pareJltesco que las unía eorl' la persona a cuya· sucesiót1 di -_ 
cen pertene<;'er; ni por-ningún otro medio: que en tales colldi
ciones, p·rocede acoger los medios de inadmisióil que quedan 
estudiados, y pronunciar el. rechazamiento del .recurso, como 
lo pide la parte ·intimada;. 

Por tales motivós·, · Primero, rechaz.a· el irecursó . de casa
ción interpuesto por Doña Carmen de ra Rocha 'de .Sánchez, 
autorizada por.. su esp.oso Don Wen.ceslao Sánchez; Don. Luis 
dé .la Rocha; Doña· Carmela de la. Rocha Vda. Sanabja; la Sra. 
María de la Rocha -Vda. Vélez; Doña Filomena Gómez .Vda. ·de 
la-Roch-a, y los Señores Mari.no, .Carlos y Julio de La- Rocha , 
hijo. <i:.Ontra sentencia del Tribunal-: ,Superior de Tierras; de fe
ch-a tres de Juhi0 cle mil novecientos · treinta -y nueve·, . cuyo 
disposi-tivo ha .sido ' copiado en otro· 'lug;Ir del presente·. fallo , 
Segundo, condena . a dichos. intimantes a.f,,.pago de las . costas. 

(Fi.rmádos): ~ J. Tomás Mejía.- tf,iguel Ric4.rdo _R.~ 
Abigaíl fl1ontás.:-Eutjaido . J:r.oncoso .de' la C.-Raf. Castr(J 
Rivera.- ·t.eaizcio Rafnos.~ Luis Logroíio C."-=-Eug .. A .. Al
V'aKez , Secretario -General. 

L~ p~eset~·te sentencia ha sido , . dad~ y . firmada, por lofr 
Jueces que figuran en ~u . en.cabezain.iento, en la audiencia pú
.Piica det .día, mes y año en él .expresadps· y fué leída, firmad a 
y pubUcada por mí, Secretario Gen~ral, que certifico.-(Fir,.. 
mado): EuG. A. ALVÁRE~. . · .' , ,. 

DIOS, PATRIA y· LIBERTAD. 
REPUBLIG~ DOMINICANA, . . ' -:-·----~ 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi
cia, regularmente constit.uíd'a pot los Jueces Lice,nciados Juan 
Tomás l,\1ejía, Presidente;. ·Miguel Ricardo Román, Primer 



BOLETÍN JUDICIAL. 829 

Sustitu~o de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; ·Licenciados-ABigaíl Montás, Emlaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Leoncio Ra
mos, asistidos del infsasorito Secretario General, en la Sala 
do nde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Sa nto Domin.go, el día veintiocho . del mes de Noviembre del 
mil novecientos treinta y nueve, año 96° de la lnelependencia 
y í7". de la Restauración, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente·: -

Sobre el recurso de casación intespuesto pGr el Licenciado 
Héctor Sáf.lchez Morcelo, en nombre y representación del 
Señor Manuel Meireles, mayor de edad , casado, agricultor, 
domiciliado ·y residente en Jumunucú, sección de la común de 
La Vega, _por.tadorde la cédula d'e identidad personal No 7479, 
serie 4 7, contra s.entencia de la . Corte de Apelación del De~ 
partament0 de La V.ega, -de fecha veintiocho de Julio del mil 
novecie,ntos treinta· y nueve; 

Vista el acta de declaración del. recurso, levantada en la 
Sec retaría de la Corte de Apelación del Departamento .de La 
Vega, en fecha nueve de Agost'o del mil novecientos treinta 
y nueve; . 

_Oído d Ma.~istrado Juez Relator; 
. Oído el Magistrado Procurador General de la Repúblioa, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en . la le€tura de su 
dictamen; . . . 

Vis1o el Memorial de CasatiQn suscrito por el Licenciado 
Héctor E .. Sánchez M .• en nombre del ·· recurrente, Señor Ma-
nuel· Meireles; . . 
. · La Suprema ·Corte-de Justicia, en funciones de Corte de 
Casación, después de haber deliberado., y vistos los artículos 
200 . del· Código de Procedimiento Criminal; 451 y 452 del 
Código de Procedimiento Civil¡ 1, .24 y 47 de. la Ley sobre 
· rocedimiento· de Casación; .. 

. Considerando, q_ue en el· presente caso constan los hechos 
s~guientes : a) que, el diez · y .$iete de Juni.o del añ.o mil.nove
Cientos treinta y nueve, el Juzgádo de Pnmera Instanc1~ del 
Distí·ito Judicial de La Vega, dictó una sentencia cuyo d.lspo
sitivo dice asíl «que debe reenviar y reenvía para la audien~ia 
del día viernes que contaremos siete del pr.óximo -~es de JuJ.t~, 
ti l'as nueve horas de la · mañaBa, la causa correcciOnal segUI
da contra ·el nombrado ·Manuel Meireles, cüyás generales cons
tan, prevenido de sustracción de la menor María de los Santos 
Reinoso, y ·ordena que para dicha .audiencia sean ci-tados, ade
~ás del prevenido,. la agraviada y la madre de ésta, los S~
nores Jesús .. María Patxat, Alcalde Pedáneo de Jumunucu, 
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Apolinar Luis, Alcalde Pedáne0 de El Prno, Félix A . . Jiménez~ 
comerciante de esta ciudad. António Martínez, chaufeur resi
dente en e~ta ciudad. Hinginio Mata (a) HerÍ('} y Teófilo Ra
mírez, residente en Jumunucú, sección de esta común.-Re
serva las costas»; b) que inconforme el nombrado- M"anue~ 

, . Meireles con sus disposiciones, intentó recurso de apelación 
· contra ella por ante la Cor~e de Apelación del Departamento 

dé La Vega, la Gua!. por sentencia dada el veintiocho de Julio 
del año mil novecientos treinta y nueve, decidió confirmar Ja
sentencia apela~la y condenar al entonces intimante al pago de 
las costas; c) _que inconforme también· con esa sentencia el 
condenado, ha incoado el presente recurso de casación fun
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otras violaciones de forma y de foncio en el fallo recurrido dan 
lugar a qüe se pronuncie la casaci0.n del m!smo»; 
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que el Licenciad0 Héctor Sáiichez Morcelo, concluyó en nom
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expuestas>el nombrado Manuel Meireles pide muy respetuosa
mente que lb descarguéis de toda responsabilidad penal por no 
haber comejido el delito de sustracción de la n1enor María de 
los Santos Reinoso que se le- atrib~tye, el cual. no se·.ba esta
blecido en la venlilación del caso, por ningún género de prue
ba»; que además, entre las piezas del e,xpediente se encuen
tra una, que ~s el escrito .de conclusiones leido en apelación 
por el abogado del inculpado, que termin·a así: «que anuléis 
la sentencia re!1dida por el Juzgad0 de Prinrera Instancia de 
La Vega en fecha t7 dé Junio de mil novecien1os treinta y 
nueve por éste haber mal juzgado; y avocándose el fo1~do del 
asunto descargarle completamente del · l~edw que se imputa 
de haber sustraído a la me11or . María de los Santos Reinoso, 
toda vez que €1 no ha co¡;netido ningún crimen, d.elito ni wn-
travencióni>; . 

Considerando,_ que · si bien· al comparar los · documentos 
que acaban de ·ser transcritos se observa que· hubo un error 
al copiarse en la sentencia impugnada, la<; · conclusi0nes del 
apelante, en realida'd, al solicitar que se descargara al in€ulpa
do porque no hubiese pruebas o porque annlaAd@ eJ fallo Y 
avocándose el fondo se estimase que no hub'iese cometido cri
men, delito ni contrav.ención, . en ambos modos de expresar 
los pedimentos del innJipado, .quedaban plaAteados ante la 

/ 
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· Corte a-quo, los mismos puntos, ya que aquella no podía des
ca rgarle sino despu,és de revocar el fallo apelado y haber avo
cado el fondo; que, por tal circunstancia, ese error material 
no crea un inten~s de parte del recurrente, que justifique la 
casación del fallo impugnado, y tal medio debe, por tanto, ser 
rechazado; · · 

Considerand9, que el artíCulo 200 del Códig·o de Proce
dimiento Criminal dispone que podrán ser impugnadas por la 
vía de la apelación., las sentencias que se pronuncien en ma
teria correccional»; que, no obstante la generalidad de los 
términos usados por la ley, se hace necesario precisar y defi
nir el sentido de la misma; que si al hacerlo no hay que esta-

. blecer distinciones entre las sentencias en defecto y las con
contradictorias, sobre el fondo , importa al contrario que se 
haga entre ·las definitivas sobre el fondo y las que no lo son»; 
que, si en lo que atañe a las primeras del principio es cierto 
de una manúa general aún cuando no carece de excepciones, 
en cuanto a las segundas, si se autorizara a las partes a inten
tar inmediatamente recurso de apelación cada vez que se fallase 
un incidente de los muy numerosos que pueden presentarse en 
una instancia represiva, se complicdría la instrucción y se 
vería detenido, innecesariamente, el curso del procedimien
to; que, por tales motivos y por el silencio que guarda el 
Código de Procedimiento Criminal sobre la materia, precisa 
aplicar las disposiciones del Código de Procedimiento Civil que 
co ntiene las reglas generales del procedimiento, y valerse 
del artículo 452 de este último Código, para establecer la 
distinción entre las sentencias preparatorias e interlocutorias 
y declarar que conforme al artículo 451 del mismo Código, no 
son apelables ·las primeras, sino cuando el recurso se intenta 
conjuntamente contra la sentencia que haya decidido el 
fondo; 

Considerando. que la/ sentencia impugnada confirma la 
di ctada por e'I Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju
dici al de La Vega, por la cual se ordenó de oficio una ~ueva 
citación de testigos no comparecientes, lo que había mottva~o 
ya otra sentencia de aplazamiento; que la apelada no tema 
otro objeto que un inforn1ativo sin decidir punto alguno ~e 
hecho o de derecho ni perjudicar el fondo, y es una sentencia 
preparatoria conforme al artículo 452 del Codigo de Proce
dimiento Civil, de la cual no · podía apelarse sino desp~t~s de 
la sentencia• definitiva y conjuntamente con la apelacton de 
ésta; que, por lo que antecede, que da establ~~i?o.' que ~a , Corte 
a-quo debió declarar tal recurso de apelacwn madmtstble y, 
al no hacerlo así., vi0ló t:d artículo 451 del Código de Proce-
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di miento Civil, y por tal motiv.o," debe ser casada la sentencia 
impugnada; 

Considerando, que según el. artícmlo 24 de la Ley sobre 
ProGedimiento de Casación, cuando la casación se funde en 
que la sentencia contra la cual se interpuso apelación no esta
ba sujeta a ese recurso, no habrá envío del asunto; 

Por tales . motivos, casa sin envío, la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, en 
fecha veintiocho de -Julio del mil novecientos ti·einta y nuevé, 
que confirma qa dictada por ~el.Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, én fecha diez y siete de Junio 
del mismo año mil novecientos treinta y nueve; 

(Firmados):-]. Tomás Mejía.-Mi"guel Ricardo R.- Dr. 
T. Franco Frrmco.-;:-Abigaíl Montás.-Eudaldo Troncoso de 
la C.-J. Vida! Velázquez.- Leoncio Ramos- Eug. A. Al
varez; Secretario General. 

· La presente sentencia ha si.do dada y firmada por los Jue
ces que figuran en su encabezamiento, en l·a audiencia pública 
del día, mes y año en él e~presados y fué leída, firmada y 
publicada por mí, Secretario Generál qlle certifico . ..:::.... (Firma
do): EuG. A. ' ALVAREz. 

DIOS, PATRIA f LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Non1bre de la República, la Suprema ,Corte c,le Justicia,_ 
reunida en Cámara disciplinaria, regularmente constituída por 
los Jueces Licenciados Juan Tomás Mejía, Presidente; Miguel 
Ricardo Román, Primer SHstituto de Presidente; Qoctor Tulio 
Franco FraiKO, Segt!ll1do .Sustituto de Pr:esidente; Licenciados 
Abigaíl Montás, Eudaldo Trbncoso de la Concha, Jaime Vidal 
Velázquez, Rafael Casrro Rivera., Leoncio Ramos, Luis Logro
ño Cohén, asistidos del infrascrito Secretario General, ha dic
tado la siguiente .sentencia': 

En la causa disciplinaria ·seguida al Señ0r Juan Antonio 
Minaya, Notario Público de la común de Santiago, mayor de 
edad, casado, natural de· Jarabacoa, del domicilio de Santiago 

· de los Caballeros, cédula personal de identidad No 2442, Serie 
32, expedida en el lugar de su domicilio; promovida por el 
Mag-istrado Protmador General de la República, Licenciad0 
Benigno del Castilllo S.; · 
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Visto ,el sometimiento de fecha diez y siete' del mes de Oc
tubre del año en curso, en el que consta que el expresado No
t~rio «tiene su domicil~o. y .residen€ia en P:eña (Tamboril)», e 
«Instrumenta actos alh, mdtcanclo que los mstrumenta en San
tiago» , asiento legal de su jurisdicción; 

Oído el acusado en sus generales de ley más ar.riba in-
clicadas; - , 

Oído el. M~~istradn Procurador General de la República, 
en la enunctacwn de los cargos; · .· 

Oídos los testigos de la ·causa, señores Aman tino Santanal 
Rafael Angel Martínez, José '. Peña Guzm{m, José Wenceslao 
Co llado y Luis Rod rígue7, en sus declaraciones; 

Oído el acusado en la relació!1 de los hechos y su defensa; 
Oído el Procurador General de Id República en su dicta

men que termina así: «Somos de opinión que el Sr. Juan 
Antonio Minaya, Notario Público de -la Comt1n de Santiago no 
ha violado la Ley No 770, sobre Notariado, y, como consecuen
cia , debe can<;elarse y at~chivarse el presente expediente»; 

La Suprema Corte de Justicia, reunida en Cán)ara Dis
cipli naria, pespués de haber deliberado, y vistos l0s artículos 
7, de la Ley del Notario, reformado por. la Ley No 442, G. O. 
4544, y 148 de la Ley de Organización Judicial; 

Considerando, que a la Suprema Corte de Justicia, reuni
da en Cámara Disciplinaria compete juzgar a los Notarios que 

· hubieren incurrido en faltas no 'penadas por otras leyes; que, 
lor Notarios están obligades, bajo pena de destitución, a resi
dir ep el lugar que les sea designado por 'la Suprema Corte 
de Justicia, para ejercer sus fll'nciones; que los Notarios no 
pueden, salvo el caso de prórroga legalmen\e concedida, ins
trumentar actos de su ministerio, fuera del límite de su juris-
dicción; . 

Censiderando, que al Notario Juan Antonio Minaya se le 
acusa de haber i·ncurrido en las faltas anteriormente enuncia
das; que, de la sustanciació.n de los cargos contra el referido 
Nota rio, al amparo ele las declaraciones de los-testigos y docu
mentos de· la- causa, no ha resultado la prueba evidente de que 
dicho Notario resida en la común de Peña (Tamboril), sino su 
espos<r e 'h!jos, a quienes dicho Notario visita tr;cuenterr~e~t~; 
que esta circunstancia no es determinante p0r si sola, a JUICIO 

de la Corte, para estimar que el Notario referido, en v.iolación 
alas disposiciones del artículo 7 d~ la Ley del Notanado, no 
resida en la ciudad de Santiago de los Caballeros, lugar de su 
jurisdkción; . 

Copsiderando, que no se ha evidenciado tampoco por do
, cumentos ni poi· esas declaraciones de los testigos, que el No-



834 BOLETÍN JUDICIAL. 

tario sometido haya instrumentado acto alguno en la común 
de Peña (Tamboril), Índicando que haya sido en Santiago de 
los Caballeros; que por ello, carecen de fundamento los car
gos hechos contra el expresado notario; 

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, ·en fun
ciones de Cámara Disciplinaria, y vistos los artículos citados, 

R ,ÉSUELVE: 

Unico: · Descargar y en efecto así lo hace, por insuficien
cia de pruebás en los cargos que se le imputan, -al Notario 
Público de los (:!el número de la Común de Santiago de los 
Caballeros, Señor Juatl Antonio Minaya. Costos de oficio. 

_ (Firmados): J. Tomás Mejía.-Míguel Ric:_ardo R.-:-Dr. T. 
Franco Fránco.-Abigaíl }1ontás.-Euda!do Troncoso de la 
C.-J, Vida/ VeláÚ¡uez.-Raf. Castro Rivera.-Leoncio Ra
mos.-Luis Logroño C. 

' 
La pres'ente sent"eíH;ia ha sido dada y'firmada por los-Jue-

ces que' en ella figuran, en Cámara Djsciplinaria, hoy día 
veintiocho ael mes de -Noviembre del año mil n-ovecientos 
treinta y nueve, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Fir
mado): EuG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y -LJBERT AD . 
. ·REPUBLICA DOMINICANA. 

( . . \ 

En ~ombré de la República, la Suprema Corte de -Justi
cia, regularmente constituída' por los J~eces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus
tituto de Presidente; · Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 

' - -S'tlstituto de Presidente; Licenciado-s Abigaii · Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Rafael Castro Rivera, L~oncio Ramos 
y Luis Log,roño Cohén, asistidos· del. infrascrito Secretario Ge
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
.Trujillq, Distrito de .Santo Domipgo, el día tre)nta del mes de 
Nov'iembre del mil noveCientos treinta y nueve, año 96° de la 
Independencia y 77° de la Restauración, ha ·· dictado en au
élien<;-ia pública, c'omo G:orte de Casación, la senteneia si-
guiente: -

Sobre el recur.so de casación i_nterpuesto por el Señor 
Manuel Velázquez Fernán'dez, español, comer<;iante, domicilia-

• do y residente en Ciudad Trujillo, de cédu)a personal de iden-
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tidad No 1638, expedida el 24 de FebrerQ de 1932 contra 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierra~ en fe
eh ~ primero de_ Diciem.bre _de mil novecieritos treinta 'y ocho, 
en favor del _sen01: BenJamm Portela Alvarez; · 

Visto el Memorial de ·Casación presentado por el Licen
ciado Balqemaro Rijo, abogado del recurrente, en el cual se 
alegan las violaciones de la ley que más adelante se expon
drán; 

Vist9 el Memorial de Defensa presentado por el Licenciado 
J uan B. Mejía,, abogado del intimado, Señor Benjamín Portela 
Alvarez, español, · propietario, domiciliado y residente ·eu Ciu
<lad Trujllo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; · 
Oído el Licenciado M. Campillo Pérez, abogado de la parte 

recurrente, que sustituyó ql anterior, en su escrito de alega-
tos , arnpllación y condusiones; · 

Oído el Licenciado Juan B. Mejía, abogado de la parte 
intimada, en su escdto de defensa, ampliación y conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; · 

La Supr.ema Corte de Justicia, en funciQnes de Corte de 
Casación, después de haber deliberado, y vistos los artículos 4, 
35 y siguientes; 62 y 70 de· 1-a J,.ey de Registro de Tierras; 2 
de la Ley No 1231; 1315, 1319 y 2114 del Código Civil y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que', en la sentenéia contra la cual se re
curre. consta lo que a continuación se expone: A) que, en 
fecha siete de Febrero de mil novecientos treinta y ocho, me
diante acta . notarial, el Ledo. Julio A. Cuello vendió al Señor 
Benjamín · Portela Alvarez el inmueble actualmente marcado 
<:on el No 27 -C., Distrito Catastral No 1 del Distrito de Santo 
D?mingo (antiguo Distritó Catastral No 26) Manza.na. No 285, 
C!uddd Trujil.lo, inmuable que, se expresa en la refenda acta, 
el vendedor Cuello hubo por Gompra que hizo al Señor Juan 
de 'León Hidalgo, ségú.n acta notarial del siete de Enero de 
mil novecientos treinta y -siete, transcrita dos días despué~ , .Y 
que el susodicho Hidalgo hubo a su vez, por haberlo adqum-

·do en subasta de acuerdo co·n lo que reza la ' sentencia dicta
da, en fecha :eintisiete de Agosto de mil novecientos treinta y. 
seis, por el Juzgado de Primera Instancia del Distritó Judicial 
de s.anto Domingo; B) que, en el acta no.tarial. de venta con
senttda, como ha sido expuesto, por el Ltcenctado Cuello en 
favor del Señor Portela Alvarez, consta que el Conservador de 
-Hipotecas había certificado ,,que no hay gravámenes en sus 

• 
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' . 
rf!gi~tros, sobre este bien,, ----'--(el inmm~ble a que se ha hecho. 
referencia)--, y Port'ela Alvarez, al formt:IIar· su reclamación ,. 
tuvo ·en cuenta lo que .así' «expresaba .su documento ~uténtico 
de compra del inmueble y declaró que éste no tenía ningún 
gravamenn; C), que, además, el Señor. Benjamín Portela Al
varez obtuvo ·del Director del .Regist11o y Conservador de Hipo
tecas def Distrito de Santo· Domingo un . certificado en el cuaL 
se exprésa que, sobre el ilimue·bie comprado por dicho Señor 
Bortel.a Alvarez, no había gravámen~s in~nitos; D) que el Juez: 
de Jurisdicción Original del Tribtmal de Tierras adjudicó a 
,Porteljl Alvarez, libre d~ graváme¡;¡es, el · solar 27-C, con sus. 
mejoras, «que es lo que constituye hoy el inmueble» a que se 
aluc.le, y ei Tribunal Superior de Tierras «en vista de ~ue esa 
decisión no ha_bía sjdo apel.ada por nadie?», pronunció una 
_sentencia,. en fecha diez <!le Mat'ZO de mil novecientos treinta y 
ocho, ~uyo dispositivo diCe ·así: «Falla: Que debe confirmar, 
c0ri10 al efecto confirma, . con la modificación antes menciona
da, la: pecisión No. 1 (uno )r d_e fec;ha treinta' y HilO del mes de 
_Enéí·o Cilel año en curso, ljlil ¡;¡ov~.cientos treint<! y ocho, def 
Juez de jürisdicción original, Dist.rit0 Catastral No. 1 del Di ~
. trito de Santo Domingo (antiguo Distrito Catéístral No. 26), 
S.olar No . • 27 .de la Manzat.la No. _ 285, Ciudad Trujillo, cuyo 
dispositiv0 se leerá así:-«FALLA::-1°.-Que debe ordenar y 
·ordena, la s.ubdivisión del solar No.' 27 de la Manzana No. 285-
dei Distrito Catastral No. 1 · dei DistritO: de Santo Domingo 
(antigoo D. C. No. 26), Ciudad Truj.illo, e!l _tres porciones: la 
primer-a con ·su frente a ·la _calle «Presidente .González», de la 
estación 3 a la estación 4 del plano c-atasrrar, Ji mitad a por las 
paredes construídas de la estaCión 4 qla estación «Y» del mis- · 
mo plano catastral, que limitan esta porción por el Norte y el 
Este; con 'una extensión supúficial de 01 ;.heas, 22 centiáreas, 
89 decímetros cua_drados, la. cual porCión se• designará Solar 
No. 27-A; la segunda porción, con su· frente a la calle «Presi
dente Gorizález» de 'Ja estación 4 a ía e~tación· 5 de'l plano ca
tastral, con su fondo hasta la_ estación 7 del mismo plano, 
limitada ai ·Sudeste pon111a pared que parte de la dicha esta
~ción 7 hacia el solar No. 27-A, esta porción. tendrá una exten-
Sión superficial de 58 centiáreas, 89 decímetros cuadrados, Y 
se designará Solar JYo. 27-B;y el resto ' del Solar No, 27 cons
tituirá la tercera porción, la que se designará Solar No. 27-

: C.-2°.~Que de-be ordenar y ordena, el registro, en prQpiedad, 
de- las porcioroes de terreno va numeradas, en· 1-a Manzana y 
Distrito Catastral ya dichQs; en ·la forma sigui·erite-: a)-_ ...... . 
. . . . . . -b) . .... .... .. . . _ _:_c)-EL S.OLAI~ No. 27-C, .con sus 
m~joras, consistentes en. una casa de mampostería y cemento 
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:armado y sus dependencias, reconstruída recientemente mar
<Cada con el No. 2 del Callejón del Almirante, libre de gravá
menes, en favor del señor Bh!V.IAMJN PORTELA ALVAREZ, 
mayor de edad,- español, propietario, casado con la seüora 
ConsuelO" Pellerano, residentes en esta Ciudad Trujillo, en la 
-casa No. 35 de la calle «Arzobispo Nouel».-3o.-Es1as pro
piedades quedan sometidas, sin embargo, a cualesquiera gra
vámenes que puedan subsistir sobre ellas, de los enumerados 
·en el artículo 80 de la Ley de Registro de TierraS>>; E) que, el 
diez y nueve d·e Marzo de mil novecientos treinta y ocbo, Ma
nuel Velázquez Fernández sometió al Tribunal Superior de 
Tierras una instanda por la cual pidió a éste que revisara, por 
-causa de fraude, el proceso catastral a que se acaba de hacer 
referencia, instancia para cuyo conocimiento fijó dicho Tribu
nal Superior la correspondit:nte aud-iencia y citó las .partes en 
·causa; F) que, por ante el indicado Tribunal, los Señores Ve
lázquez Fernár.:1dez y Portela Alvarez, debidamente representa~ 
·dos, hicieron sus respectivos pedimentos, a los que se referirá 
'la Suprema Corte de Justicia en otra parte de la presente sen
tencia y en la medida en que el e<;tudio del caso lo requiera; 
•G) que, el primero de Diciembre de mil novecientos treinta y 
·Ocho, el Tribunal Superior de Tierras, previo dictamen del 
Abogado del Estado y Fiscal de dicho Tribunal, dictó la deci
sión. No. 2, cuyo dispositivo dice como sigue: «Que debe re- · 
-chazar, como al efecto rechaza, por infundada, la acción en 
revisión por fraude intentada por el .señor Manuel Velázquez 
Fernández, e.n virtud del artículo 70 de la Ley de Registro de 
Tierras, wntra la sentencia dictada en fecha 10 del mes dre 
marzo del año 1938 por el Tribunal Superior de Tierras, la cual 
confirmó la Decisión No. 1 (uno), rendida en fecha 31 del 

~ mes de enero de 1938, por el Juez de jurisdicción original y 
·que adjudicó el solar No. 27-C y sus mejoras al señor Benja
mín Portela Alvarez, mayor de edad, español , propietario, 
<:asado con la ·señora Consuelo Pellerano, residente en esta 
Ciudad Trujillo, Distrito Catastral No. 1 del Distrito de . ~anto 
Don,1ingo (<últigpo D. C. No. 26), Manzana No. 285, Ciudad 
Trujillo»; . 

. CoNsiderando, que, contra la decisión dictada , como ha 
sido expresado, por el Tribunal Superior de T.ierras, en fecha 
primero de Diciembre de mil novecientos tremta y ocho, ha 
interpuesto recurso de casación el Señor Manuel Velázquez 
Fern ández, quien lo fü11da en la invocación de las siguientes 
violaciones de la ley: to) Violación del artículo 4 -d_: la Ley de 
Registro de Tierras; 2°) Violación de los ar.tícul?~ JO Y 62 (h) 
de la misma Ley, en dos aspectos; 3°) Vwlacwn de los ar-
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tículos 70 de la referida Ley de Registro de Tierras y 2 de la 
Ley No. 1231 (año 1929); 4°) Violación de los artículos 70 y 
62 (h) de €sta misma Ley, 1315 y 1319 del Código Civil, 35 de 
la susodicha Ley de Registro de. Tierras y de las reglas de la 
administración de la prueba en materia catastral, y 5°) Viola
ción 9e1. ?rtículo 2114 del -Código Civil; 

En cuanto al primer medio de casación: 
Considerando, que Manuel Velázquez Fernández expresa , 

corno base del p1:esente medio de su recurso, que el Tribunal 
Superior de Tierras rechazó, por la sentencia impugnada, to
das las conclüsiones que le presentó el susodicho intimante 
con el fin de que ordenara la revisión del .referido proceso ca
tastral, por causa de fraude, pero que al estatuir como lo hizo, 
no dió a conocer los fundamentos de su fallo e incurrió así en 
violaCión del artículo 4 de la Ley de _Registro de Tierras; 

Considerando, que consta, en la senténcia contra la cual 
se ·reéurre, que las conclusiones a que se refiere el Seño1: Ve
lázquez Fernández son las que se transcri·ben a continuación: 
«Primero, que se declare: a) que la hipoteca judicial inscrita 
el siete de Mayo de mil noveci~ntos treJnta y dos en perjuicio 
de Rafael Alardo Teberc¡l sobre todos los bienes inmuebles de 
éste, era un gravamen que tenía- el solar Num. 27-C. de la 
Manzana Npm. 285, Ciudad Trujillo, en el momento en que 
fue presentada la re~lamación del Sr. Benjamín Portela Alva
rez, porque, por no haberse pagado el crédito hipoteca-rio ni 
por A,lardo ni por ninguno ele los sucesjvos propietarios del 
inmueble, el gravamen de éste persistió, según el artículo 211 4 
del Cod. Civil; b) que, o debe admitirse que el Señor Benja
mín P01·tela Alvarez tenía conocimieJ)to ele la expresada hipo
teca, ya que se reputan conocidos de todos los gravámenes 
publicados ~:egulannente por medio de los registros de la Con
servaduría de Hipotecas, o, en la hipótesis de no admitirse es
to,-y en razón de que el artículo 62 de la Ley sobre Reg. de 
Tierras no dice que el reclamañte debe den-unciar «los gravá-
menes, si los tuviere y fueren conocidos ...... », sino, simple-
mente, cdos gravári1enes, si los tuviere»-, que el reconoci
miento de la existencia de la hipoteca en el momento ele la 
reclamación determina la procedencia de la re'visión, porque 
la ley debe interpretarse en este punto en u.n sentido que fa
cilite la reclamación de los acreedores admitidos; e) que la 
circunstancia de los certificados expedidos por el Conserva
dor, en el caso ele las ventas que siguieron a la acljudic.ación 
en provecho de León Hidalgo, no excluye la reali·dad del frau
de o de la reticencia que se invoca,-no.obstante la buena fé 
que pueda atribuirse al Señor Portela Alvarez-, porque dicho 
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funciona rio no certificó que el inmueble no estuviese gravado 
a nombre de nadie, o que no estuviera gravado a nombre de 
ninguno de lo~ propjetarios en los diez años anteriores, sino 
que no lo estaba a nombre de León Hidalgo y Julio Cuello 
solamente; d) que, de todos rnodos, aun en el caso de que 
no hubiera, habido falta o reticencia de Portela Alvarez; sino 
reticencia desprovista de mala fé, del conservador,-o aun 
cuando solo se tuviera cuenta con el hecho de que el Juez de 
primer grado no cumplió con la obligación que le imponía el 
articulo 2 de la Ley Num. 1231 de requerir del Co1servador · 
la relación de todos, «Para hacerlos cons-tar en la senten
cia»- , debe favorecerse la reclamación del acreedor omitido, 
dentro del sistema adoptado por el Tribunal Sup. de Tierras y 
la Suprema Corte de Justicia de que el artículo de la Ley so
bre Reg. de Tierras debe interpretarse, en cuanto a ese punto, · 
en un sentido que favorezca los intereses ele las personas p·er
juclicadas poió la omisión»; 

Considerand'O, que, contrariamente a lo que sostiene el 
recurren.te, como fundamento del primer medio ·de casación, 
resulta del estudio de la sentencia impugnada que el Tribunal 
Superior de Tierras ñ1otivó, expresa o implícitamente, de ma
nera que no deja lugar a duda algm;¡a, y de acuerdo con el 
sistema jurídico que dicho Tribunal sustenta, el rechazamiento 
de las conclysiones que acaban de ser transcritas; ·que ello es 
así, porque la motivación en que descansa el dispositivo ele la 
decisión atacada · por Velázquez Fernández exc luye, clara y 
precisamente, laposibilidad de que pudiera ser acojido cual
quiera de los extremos de las susodichas conclusiones, razón 
por la cua• es forzoso admitir que la instancia elevada por el 
actual intimante fue examinada, por el Tribunal a-quo, en to
dos los aspectos en que le fue presentada; 

Considerando, que, en efecto, la motivación esencial del 
fallo im pugtiado consiste en ,expresar, como resulta, especial
mente, de las consideraciones sexta y séptima de dicho fallo, 
que es cotJdición sine qua non, para que un a omisión o reti
cencia de parte del reclar.nante, en 1a materia de que se trata, 
«pueda dar motivo a la acción en revisión .por fraude», que en 
la referida omis.ión se incurra a sabiendas, lo que implica el 
propósito de causar perjuicios a los interesados omitid~s; que, 
con relacién al cumplimiento de la obligación estab!ectda p~r 
el artícu lo 62 (h) de la citada Ley, agrega la.sentencta rec~rn
da que «los _registros son públicos y cualqlllera p~rso~a .ttene 
el' derecho a enterarse de las transcripciones e mscnpc10nes 
en ellos asentadas; pero, es el Director dt; ~egistro. y C?nser
vador de Hipotecas de cada provincia el umco func10nano que 
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puede certificar las transcripciones e inscripciones que haya 
en los libros a su cargo»; que, ' por último, refiriéndose a la 
especie, el Tribunal a-quo expresa, con toda claridad,- «que 
eso fue lo que hizo el Señor Benjamín Portela Alvarez: obte
ner un certificado del Director C!le Registro y Conservador de 
Hipotecas del Distrito de Santo Domingo; y como dicho certi
ficado expFesa que s0bre el inmu.eble wmprado por el Señor 
Portela Alvarez no había gravámenes inscritos, éste no podía, 
al formular su reclamación, declarar que sobre el citado in
mueble existía un gravamen i'nscritO»; que, C0n10 consecuen
cia de esa exposición de principios y de la exposi~ión de he
chos que antecede, el Tribunal Superior de Tierras. declaró 
que Benjamín Portela Alvarez no cometió el fraude a que se 
refiere el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, y recha- , 

· zó la acción intentada por Manuel Velázquez Fernández por
que, en dicho caso, expresa con otros términos la sentencia 
atacada, Portela Alvarez, ante la prueba constituícla por el su
sodic.ho certificado del Conservador de Hipotecas, no podía si
no estar completamente convencido, como resultado de la 
información que la ley ponía a su alcance. de la total inexis
tencia ae gravámenes sobre el inmueble de que se trata; 

Considerando, que. en resúmen, de acuerdo con el crite
rio que determinó el fallo I'ecurrido, el rechazamiento · de los 
pedimentos marcados con las letras a) y b) en las conclusiones 
de Velázquez Fernández, se .encuentra correctamente motiva
do, en dicho fallo, pueste> que tal rechazarpiento no podía 
depender-de la existencia del gravamen invocado sino de la 
existencia y del alcance de la supra-indicada certificación; no 
pod-ría admitirse, ante esta prueba, en las cqndicio1res señala
das, que Portela Alvarez tuviera conocimiento de la expf"ésada 
hipoteca, en virtud únicamente de que los gravámenes pública
d'os regularme¡1te deben reputarse conocidos de todos'; ni tam
poco podía admitirse que la interpretación de la ley en el sen
tido que facilitara, en el punto de que.se trata, la reclamación 
de los acreedores omitidos, pudiera conducir a declarar la 
existencia de fraude eh ausencia de toda actuación; omisión 
o reticencia con el fin de perjudicar a dichos acreedores, es 
decir, cuando se hubiere obrado de acuerdo con el documen
to expedido por el funcionario pl!iblic0 encargado p0r el legis
lador de comprobar y de certificar la existencia o la · inexis
tencia de los gravámenes; que, por otra parte, el.rechazamiento 
d·el punto de las conclusiones de Velázquez Fernández, mar
cado con la letra e), se encuentra igualmente motivado, en la 
sentencia impugnada, puesto que en ésta se expone que el 
certificado ex.pedido por el C,onservador de Hipotecas del Dis-
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trito de Santo Domingo expresa «que no hay gravámenes en 
sus_ registros sobre este bien»-( el comprado por Portela Alva
rez), y ello, contrariamente a lo que pretende el recurrente 
excluía, por el. alcance absoluto de dicha frase , la existenci~ 
~e .fraude, en. !a especie, com.o reza el fallo recurrido; que, por 
ult1mo, tamb1en se halla mot1vado el rechazamiento del punto 
marcado con la letra d) ya que, como el fallo impugnado lo 
expresa, la ausencia del elemento «intención de perjudicar a 
los interesados no denudados» es exclusiva de iodo fraude; 
que, siendo esto así, ·¡a comprobación realizada por el Tr-ibu
na l Superior de Tierras, en las condiciones indicadas, no po
día sino conducirle a rechazar la acción en revisión intentada 
por el-actual recurrente, sin que dicho Tribunal se encontrara 
·obl igado a dar motivos con relación a simples argumentos que 
le fueron presentados; 

Considerando, que, en virtud de los ·desarrollos que ante
ceden, el primer medio del recurso de casación a que se re
fiere la presente sentencia debe ser rechazado; 

En cuanto al segundo medio de casación: 
Considerando, que el intimante sustenta, en apoyo de es

le 1i1edio. que eJ Tribunal a-quo ha violado los artículos 70 y 
62 (h) de la Ley ·de Registro de Tierras .en los siguientes as
pectos: a) al expresar que la circunstancia de que los acreedo
res hipotecarios sean advertidos del saneamiento catastral de 
un inmueble, por la frase «a toáos a quienes pueda interesar» , 
qLre contiene siempre el emplazamiento ante el Tribunal de 
Tierras, se opone a que un acreeEior hipotecario omitido per
siga luego la revisión de-l proceso, invocando el fraude deriva
do del hecho de la omisión»; y b) en que, a pesar de que el 
artículo 62 (h) obliga a denunciar los gravámenes «que tuvie
re el inmueble» y no a los que tuviera y fueren conocidos del 
reclamante originario, y a pesar de que la Suprema Corte de 
Justicia «ha decidido 11.1as de una vez que esa disposición legal 
debe interpretarse en un ~entido qne favorezca, mas bien que 
restrinja, los derechos del acreedor hipotecario o~litido», ~1 
Tribunal Superior de Tierras expresa, por la sentencia recurn
da, en síntesis, que, como el reclamante originario no actuó 
de mala fe, no procede la revisión solicitada; 

ConsideranEio en lo relativo al primer aspecto, que la 
sentenci"a contra 1; cual se recurre-(después de refe1:irse al 
procedimiento de embargo inmobiliario de _que fue objeto el 
inmueble mencionado, procedimiento que culmi~ó co.n sen
tencia de adjudicación en favor de Juan de Leon H1dalgo, 
quien la transcribió; después de referirse, igualmente, a las 
ventas sucesivas realizadas en provecho de Cuello Y de Porte-
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la Alvarez, y después de aludir, también, a la decisión de juris
dicción original del Tribunal de Tierras y a la confirmatoria 
del Tribunal Superior, dictada en ausencia de. apelación)-ex
presa que «lo anteriormente expu_esto demuestra un evidente 
descuido o falta ·del intimante Señor Velázquez Fernández, 
puesto que, al ser lanzada la citación, él quedaba incluído en
tre las personas a quienes podía interesar el saneamiento del 
inmueble y tuvo oportunidad ele hacer valer entónces sus de
rechos»; · ' , 

Considet:ando, que, ciertamente, como lo sostiene el re
currenté,la consideración que acaba ele ser transcrita carece 
de fundamento, porque, en las condiciones indicadas, la inac
ción del actual intimante, a pesar ele la citación a que se hace 
referencia, no puede constituír la falta o el descuido que, en 
la especie, afirma el Tribunal a-quo que •€Xiste como obstáculo 
al ejercicio ·de la acción en revisión prevista por el artículo 70 
ele la Ley de la materia; pero, considerando, que resulta del 
estudio de la sentencia impugnada, qu.e la decisión que ésta 

- entraña descansa, esencialmente, sobre la existencia del certi
ficado que el Conservador de Hipotecas expidió a Portela Al
varez; que, por lo tanto, las consideraciones a que se refiere, 
en el primer aspecro. el . presente medio de cas·ación, deben ser 
consideradas como super<~bundantes, razón por la cual dicho 
medio, en ,este aspecto, debe ser desestimado; 

· Considerando, en lo relativo al segundo aspecto: que, co
mo lo ha expresado la Suprema Cor.te de Justicia, de matrera 
constante e inequívoca, para que exista el fraude previsto por 
el artículo 70 de la Ley .de Registro de · Tierras, es necesario . 
que se establezca, en el caso de que se trate, · ¡a existencia de 
actuación, maniobra, mentira, omisión o reticencia .cometidas 
con el fin de perjudicar a tet:ceros en sus decretos e intereses 
y que hayan permitido la obtencíón de un decreto de registro 
por su autor; que, por lo tanto, en aus~ncia de dicfua compro
bación de actuaciones u omisio'nes, con el señalado carácter 
ele. tender a perjudicar a terceTas personas, como se ha ex
puesto, procedería el rechazamiento de la acción en revisión 
que haya sido intentada; 

Considerando, que el estudio de los artículos 70 y 62 (h), 
combinados, de la Ley de Registro de Tierras, col'lduce a ex
presar que todo reclamante se encuentra obligado no solamen
te a denunciar Jos gravámenes que pesen sobre el inmueble 
objeto del saneamiento y cuya existencia conozca, sino tam
bién a realizar las diligencias tendiel'ltes a obtener, de la -ofici
na pÓblica correspondiente, esto es, la .Conservaduría de Hi
potecas de la provincia de que se trate, los informes rela.tivos 
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a la existencia o inexistencia de gravámenes sobre dicho in
mueble; que, de acuerdo con la íntima economía del artículo 
70 de la mencionada ley, en completa harmonía c0n el fin 
persegu:ido por nuestra legislación catastral, el incumplimienro 
tota l o parcial de la doble obligación a que se acaba de hacer 
referencia, es s;:mcionable con la medida judicial prevista por 
<!icho texto legal; que, por el contrario, si. no se estableciere 
que el referido reclamante conocía la existencia de graváme
nes sobre el susodicho inmueble, y si, por otra parte, se demos
tra re que ese reclamante había cumplido con la obligación de 
req uerir del funcionario competen~e la aludida investigación y 
que ésta había culminado en la certificación de la inexistencia 
-de tales gravámenes, el hecho de que no se declarasen los que 
en realidad existían o de que se declarase que el indicado in
mueble se encontn1ba libre de gravámenes, no podría consti
tuir el fraude previsto por el artícHio 70 de la Ley de Registro 
-de Tierras, porque ello no sería la actuación. mentira, manio
bra, omisión o reticencia cometidas con el referido fin de per
judicar, en sus derechos e intereses, a los acreedores inscritos, 
y porque si ese reclamante originario hubiere obtenido el de
neto de registro correspondiente, libre de todo gravamen, esto 
no sería susceptible de hacer desaparecer el valor jurídico del 
hecho, esencial para la teoría general del fraude catastral, de 
que a tal resultado se habría llegado a pesar de las actuaci'Ones 

. realizadas por dicho reclamante; de acuerdo con los medios 
que nuestra legislación pone a su akance, para obtener los 
informes correspondientes a la ver-dadera situación del men
donado inmueble· ' . Co'nsiderándo, que, en el presente caso, consta e¡;¡ la sen-
tencia impugnada que Benjamín Portela Alvarez obtuvo, del 
Conservador de Hipotecas del Distrito de Santo Domingo, un 
certificado en el cual se expresa que, sobre el inmueble com
prado por él Poí:tela Alvarez no existían gravámenes inscri-' ' . tos; que, por otra parte, no se ha establecido, en la espec1e, 
que el referido reclamante conociera la existencia del grava
men invo~ado p0r Velázquez Fernández; que, en tales condi
dones, el Tribunal Superior de Tierras, al rechazar, co_mo lo 
hizo, la acción en Fevisión intentada por Velázquez Ferna·ndez, 
aplicó correctamente en cuanto al actual aspecto se refiere, 
los artículos 70 y 62, (h) de la Ley de Registro de Tierras; 
que, en tal virtud, se desestima, en su segundo aspecto, el 
medio de casación que ahora se examina; 
, · Ei1 cuanto al tercer medio de casación: 

Considerando, que el intimante expresa, co~10 tercer as
pecto del segundo medio de su recurso, que el Tnbunal a-q}/0· 
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violó~ _en la sentencia atacada, los artículos 70 de la Ley de 
Registro de Tierras y 2 de la Ley N.o. 1231, impugnacion que 
la Suprema Corte de Justicia examina como medio distiuto en 
virtud del carácter propio de aquella; que el recurrente sostie
ne, como fundamento de dicha impugnación, que el Tribunal 
Superior de Tierras incurrió. en las indicadas violaciones, por
que el legislador «DO solo impuso al reclamante originario la 
obligacion de denunciar los gravámenes que pudieran existir 
sino ,que, además, obligó al Juez de jurisdicción original a so
licitar del Conservador de Hipotecas correspondiente la rela
ción' de todos los grav(Ímenes para hacerlos constar en la 
sentencia, si habJa lugar a ello)>; que ahora bien, «Como la 
Suprema Corte de Justicia ha decidido que hay lugar a la re
visión todas las veces que, de buena o de ·mala fe, -se ha co
metido una reticencia perjudicial, o. se ha dejado de cumplir, 
por parte de quien fuese, y en perjuicio de quien tenía dere
chos que hacer vale1:, un .precepto de la ley sobre Registro de 
Tierras, resulta que' el hecho de que el Juez de j1,1risdicción 
original no hubiera cumplido, en el caso ocurrente, con lo 
dispuesto en el meñcionado artículo 2 de la Ley No. 1231, da

-ba lugar a la revisión»; 
· Considerando, que ciertamente el artículo 2° de la Ley No. 

1231 (año 1929) dispone que: «El Tribunal de Tierras o el Ar
bitro que él hubiere designado, requerirá del Conservador de 
Hipotecas del Distrito Judicial en donde se. esté llevando a ca
bo un expediente catastral una rei<Jción de los gravámenes 
inscritos sobre los terrenos o sus mejoras comprendidos en di
cho expediente para hacerlos constar en la sentencia, si hu
biere lugar. Los Conservadores de Hipoteca estan obligados a 
suministr;¡r al Tribunal o a los Arbitras todos los informes qLJe 
estos soliciten»; pero, considerand,o, que la simple omisiói1 de 
dicho requerimiento, cuando e¡;¡ realidad se hubiese-cometido, 
no podría constituir, en modo alguno, el fraude previsto por 
el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras porque, como 
se ha expresado ya, y corno lo ha expuesto la Suprema Corte 
de Justicia en varias oportunidades, de manera constante, di
cho texto supone la comprobación de actuación, maniobra, 
,n}en.tira, omisiones Q_reticencia- realizadas con el fin de perju
dicar a un tercero en sus derechos e intereses y que hayan 
permitido la obtención de un decreto de registro por el autor 
(o uno o varios de los autores) de esa actuaci0n, maniobra, 
mentira, omisión o reticencia contrarias al voto de la ley; que, 
por lo tanto, la impugnación que es objeto de los presentes 
desarrollos carece de fundamento; 

- En cuanto -al cuarto medio de casación: 
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Considerando, q·ue . Velázquez Fernándei alega, como 
·cuarto aspecto del segundo medio de su recurso, que el Tri
bu nal Superior de Tierras cometió, en la sentencia impugnada, 
además de la vi:olación de los artículos 70 y 62 (b) .de la Ley 
de Registro de Tierras, la de ·los artículos 1315 y 1319 del Ci
vil y 35 de la referida L~y de Registro de Tierras, lo mismo 
que la de las reglas sobre la administración de ·la prueba en 
materia catastral, impugnaciones todas estas que la Suprema 
Corte de Justicia, teniendo en cuenta el . carácter particular de 
ellas, examina ahora como medio distinto; que, en apoyo de 
tas susodichas impugnaciones, el intimante expresa que el 
Tribunal a-quo incurrió en las mencionadas violaciones: a) 
porque desnaturalizó la certificación del Conservador de Hi
potecas, a que se ha hecho referencia en otra parte de la pi·e
sente sentencia, ya que «ha atribuido al Conservador la afir
mación en ese acto de que sobre el inmueble comprado por 
Porte/a Alvarez no había gravámenes inscritos, cuando la 
verdad es que a dicho tribunal no fue sometido ningun acto, 
suscrito por dicho funcionario , que contuviera tal aserto»; y 
b) porque. el Tribunal Superior de Tierras decidió la contro
versia existente sobre el alcance de la certificación del Con ser
vador, «no en vista de la literatura de ésta, advertida sobre su 
presentacipn, sino guiándose solamente de la referencia que 
sob re ese punto contenía el acto por el cual compró Portel a 
Alva rez el inmueble ante el Notario Pou, violando así, no solo 
los expresados textosn-(70 y 62 (b) de la Ley de Registro de 
Tierras)-"-sino también el artículo 1315 del Código Civil , al ad
mitir la afirmación de Portela Alvarez sobre la existencia de la 
certificación, y el artículo 1319 del mismo Código, al atribuir 
autenticidad a una enunciación que no podía conllevarla, y las 

. reglas de la administración de la prueba en materia catastral, 
especialmente la del artículo 35 de la Ley sobre Registro de 
Tierras, que no permite Ía admisión de un testimonio sino 
ve i~ba lmente, en principio , y en condiciones de que no se pue
da contestar su alcance o su sinceridad; 

Co nsiderando, que, en cuanto a la impugn ació.I~ corres
pondiente a la letra a) , la sentencia atacada en casac10n ~xpo
ne, por su séptima consideración, que «eso fue lo que b1zo el 

- S~ño r Benjamín Portela Alvarez: obtener. un certificad? ~el 
Director de Registro y Conservado~ de H1potecas del D1stnto 
de S·an to Dorüingo; y como dicho certificado expresa que so
bre el inmueble comprado por el Señor Porte/a A lvarez no 
había gravámenes inscritos, este no podía, al formula~ s.u re
clamación, declarar que sobre el citado inmueble ex1st1a un 
gravamen inscrito»; · 
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Consider:mdo, que el Tribunal a;quo afirma, inconfundi
f}lement~, por lo que acaba de ser transcrito, que se ha funda
do, para estatuir como lo hizo, en un¡i certificación expedida a 
Portela Alvarez por el (:onservador de Hipotecas del Distrito 
de Santo Domingo, certificación que reza que sobre el inmue
ble tle ,que se trata no existan gravámenes .inscritos; que, por 
lo- tanfp, es al actual iutimante, quien pretende hacer declarar 
la desnaturalización de dicho certificado por la sentencia que 
se impugna, a quien incumbía probar que el certificado que 
obtuvo Portela Alvarez, como queda indicado, tenía el alcan
ce totalmente diferefJte que alega, prueba que no ha suminis
trado en modo algUI~o; que, por consiguiente, debe ser deses
timada la primera rama del presente medio de casación; 
. Considerando, en :1ó que concierne a las .impugnaciones 
marcadas con la letra b ): que éstas se refieren. a la hipótesis 
de que no r.esultara del fa!Jo impugnado que el susodicho cer
tificado del Conservador de Hipotecas hubiera sido sometido 
a la consideración del Tribunal a-quo, hi-pótesis que debe ser 
descar.tada ante lo expresado por el fallo impugnado; que, en 
consecuencia, la presente rama también se desestima; 

Considerando, que, por consiguiente, el cuarto medio d~l 
recurso debe ser rechazado~ 

En cuanto al quinto medio de casación: · 
Considerando, que Manuel Velázquez Fernández afirma, 

por este medio de su recurso, que si «Se considera que el Tri
Jmnal Superi9r de Tierras admiti·ó,-dando o no en su senten
cia los motivos de la de~isión-, que el inmueble objeto del 
~aneamiento catastral no tenía gravámenes, o que no los tenía 

_ para el señor Portela Alvarez», eú la s~ntencia atacada se ha 
incurrido en la violación del artículo 2114 del Código Civil, 
puesto que ninguno de los propietarios sucesivos del inmueble 
a que se hace referencia ha pagado al acreedor originario el 
crédito. correspondiente-'-, ni ha sido radiada la inscripción 
hipotecaria que dicho acreedor hétbía tomado sobre aquel in-
muebl~; ,, 

' Considerando, que el quinto medio del recurso carece to
talmente de funda111ento, puesto que la sentencia impugnada 
no ha admi!ido o declarado que eJ· .inmueble objeto del sanea
miento catastral «no tenía gravámenes o que no los tenía· pa
ra el Sañor Portela Alvarei», sino, lo que es .campletamente 
diferente, que, como efecto del certificado expedido por el 
Conservador de Hipotecas, Portela Alvarez no cometió- fraude 
alguno-al afirmar qué sobre dicho inmueble no había · gravá
menes inscritos; razón por la cual se rechazó la acción en 
revisión intentada por el ,actual recurrente, coi1 lo que el Tri-
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bunal Superior de . Tierras no ha podido incurrir en la violación 
del indicado texto legal; que, por lo tanto, el último medio del 
recurso debe también ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de · casa
ción interpuesto por el Señor_ Manuel Veláú¡uez Fernández, 
contra la sentencia· dictada, ~n fecha primero de Diciembre de 
mil novecientos treinta y ocho, por el Tribunal Superior d~ 
Tierr-as, y Seg1)ndo: Condena a dicho recurrente al pago de las 
costas, cuya distracción se pronupcia en favor del abogado de 
la parte intimada, quien afirma que las ha ·avanzado en su to
talidad. 

(Firmados):- J. Tomás Mejía. - Miguel Ricardo R.
Dr. T. Franco Franco.-Abigaíl Montás.-Eudaldo Troncoso 
de la C.-Raf. Castro Rivera.-Leoncio Ramos.-Luis Logro
ño C.-Eug. A. Alvwez, Secretario General. 

La · presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su et.cabezamiento, en la audiencia pú
blica det día, mes y año en él expresados y fué leída, firmada 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.-(Fir
madq): EuG. A. ALVAREZ. 


	Portadas Boletin Judicial 1930-1939 119
	Noviembre
	01gabrielganivette
	02rafaelasalazar
	03carmendelarochadesanchez
	04hectorsanchezmorcelo
	05juanantoniominaya
	06manuelvelazquezfernandez


